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REPARACIÓN DIRECTA/Ejecución extrajudicial por parte del Ejército Nacional/ Incremento del reconocimiento de la indemnización de perjuicios morales/ Vulneración de derechos humanos debe ser resarcida de manera proporcional a la gravedad del daño.
Por lo anterior, y considerando además, que las reglas de la experiencia permiten afirmar que los demandantes sufrieron pena, aflicción y dolor a causa del homicidio en total estado de indefensión del cual fueron víctima sus familiares, la Sala dispondrá el incremento del reconocimiento de la indemnización de perjuicios morales a cada uno de los demandantes, quienes se encuentran legitimados para reclamar la reparación de perjuicios causados, pues se advierte que en el caso sub judice, el daño fue producto de una grave violación a derechos humanos, esto es, la ejecución extrajudicial de dos miembros de un mismo núcleo familiar en un hecho en el que participó la Fuerza Pública.

Pues bien, atendiendo a las circunstancias especiales que evidencian la intensidad del daño moral, encuentra la Sala que en el presente asunto, el perjuicio sufrido por los demandantes en calidad de familiares de las víctimas se causó en mayor grado, toda vez que éstos debieron sufrir el homicidio de las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas, las cuales fueron objeto de actos ilegales por parte agentes investidos de autoridad, quienes aprovechándose de su calidad, perpetraron la vida de las mencionadas en total estado de indefensión, desconociendo con ello, las obligaciones constitucionales y legales impuestas a las autoridades, tales como proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes y demás derechos y libertades, y asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado. Por el contrario en el presente asunto, se acreditó que los militares vulneraron derechos fundamentales y humanos, como lo es la vida, derecho que no sólo se encuentra protegido en el ámbito interno por la Constitución Política, sino también, por parte de organismos internacionales en virtud de la Convención Americana de Derechos Humanos, de la cual Colombia es parte integrante. Y es preciso advertir, que tanto el Consejo de Estado como la Comisión Interamericana, han declarado responsable al Estado Colombiano por las ejecuciones extrajudiciales efectuadas por parte de miembros del Ejército Nacional, al considerar inadmisibles dichas actuaciones.

El Consejo de Estado ha sido reiterativo al indicar que aquellas situaciones en las que el daño se deriva de una conducta punible, el juez de la reparación no puede ser indiferente, en tanto se trata de una abierta vulneración de derechos humanos, que debe ser resarcida de manera proporcional a la gravedad del daño, situación que no resulta ajena a los reprochables hechos objeto de análisis en esta providencia.
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Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante y demandada, en contra de la sentencia de 23 de noviembre de 2011 proferida por el Juzgado Quinto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán, que accede parcialmente a las pretensiones de la demanda.
I. ANTECEDENTES

A. LA DEMANDA

1. Pretensiones (Fl. 50-74 C. Ppal) 

PRIMERA.- La Nación - (Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional), son administrativa y civilmente responsables por la responsabilidad (sic) extracontractual por los homicidios agravados, en personas protegidas, de que fueron víctimas MARTHA CECILIA INCHIMA CALAMBAS y NANCY INCHIMA CALAMBAS, hecho acaecido el día 31 de marzo de 2004, en las condiciones y en las circunstancias temporo-espacial atrás relacionados y por la destrucción de su morada, aunado a las desapropiaciones (sic) de $5.000.000,oo que se encontraban en una maleta, de una motocicleta, una motosierra, peces y aves de corral.

Como consecuencia de lo anterior,

SEGUNDA: Condenase la Nación - Ministerio de Defensa Nacional, por hechos de las Fuerzas Militares de Colombia - Ejército Nacional de la República de Colombia, a cancelar todos los daños y perjuicios tanto morales como materiales que se les ocasionaron con la muerte de las jóvenes MARTHA CECILIA INCHIMA CALAMBAS y NANCY INCHIMA CALAMBAS, y por el punible del hurto sobre varios bienes muebles propiedad de la familia INCHIMA CALAMBAS conforme a la siguiente liquidación o a la que se demuestre en el proceso, así:
A.
El equivalente en moneda nacional a doscientos salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento del pago a cada uno de los padres extramatrimoniales de las asesinadas (MARTHA CECILIA INCHIMA CALAMBAS y NANCY INCHIMA CALAMBAS), ciudadanos CLODOMIRO INCHIMA IMBAJOA y CECILIA CALAMBAS GOLONDRINO. Esto por los perjuicios morales subjetivos, debido al profundo dolor y al trauma Psicológico que produce la muerte de dos seres queridas, nada más que las hijas, más cuando el día anterior las dejaron en la casa de habitación que compartían en la Vereda San Antonio, comprensión municipal de Puracé (Cauca) buenas y sanas y en completo estado de salud, lo que genera estados dolorosos en circunstancias tan impensadas: Esto de conformidad a reiteradas sentencias y jurisprudencias del Consejo de Estado. 

B.
A CLODOMIRO INCHIMA IMBAJOA, CECILIA CALAMBAS GOLONDRINO y JAIRO ALEXANDER INCHIMA CALAMBAS los perjuicios materiales como lucro cesante, que serán tasados según la reiterada jurisprudencia del Consejo de Estado, asumiendo que por lo menos cada una de ellas devengaba el salario mínimo en labores agrícolas y pecuarias tanto en su predio como en predios vecinos, además de ejercer en la vulcanizadora y venta de alimentos a los transeúntes; de igual forma con el alquiler de la motosierra.. Esto porque ellas respondían en últimas por ellos al ser de avanzada edad los padres y todavía improductivo el hermano menor.
C. A CLODOMIRO INCHIMA IMBAJOA y CECILIA CALAMBAS GOLONDRINO los perjuicios materiales como daño emergente consistente en la pérdida de una motocicleta, la cual se valora en tres millones de pesos.

Las aves de corral consumidas y hurtadas tienen un valor aproximado de un millón de pesos.

La motosierra tiene un valor aproximado de dos millones de pesos. 

El daño del estanque para la cría de peces y los peces que se llevaron tenían un valor aproximado de cinco millones de pesos.

Los relojes tenían un valor aproximado de cien mil pesos. La suma de cinco millones de pesos en efectivo que se encontraba en una maleta la cual fue sustraída por el Suboficial Gutiérrez.

D. A CLODOMIRO INCHIMA IMBAJOA y CECILIA CALAMBAS GOLONDRINO, el equivalente en moneda nacional a CIEN SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES vigentes al momento del pago a cada uno de los padres extramatrimoniales de las asesinadas (Martha Cecilia Inchima Calambás y Nancy Inchima Calambás). Esto por perjuicios morales, debido profundo dolor, trauma Psicológico que produce cuando a alguien le es violentado su domicilio, su vivienda, sustraídos los electrodomésticos, robados sus animales de corral, su peces cultivados, desaguar sus estanques para el cultivo de peces, en fin, privarlos de sus medios de vivienda y de subsistencia, de los enseres, bienes y muebles construidos paulatinamente durante toda su vida. Después de este cruel suceso se constituyeron en otros desplazados más de este país.

E. El equivalente en moneda nacional a doscientos salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento del pago a JAIRO ALEXANDER INCHIMA CALAMBÁS, por ser el hermano menor de las malogradas MARTHA CECILIA INCHIMA CALAMBÁS y NANCY INCHIMA CALAMBÁS, por el perjuicio moral sustentado en el profundo dolor que produce la muerte de dos seres queridos, más cuando minutos antes había departido fraternalmente con ellas dos en la casa de habitación en donde residían, esto de conformidad a reiteradas jurisprudencias del Consejo de Estado. Además no era un hermano cualquiera, sino con quienes había compartido cada uno de sus días de existencia y de quienes se le privó de forma abrupta. Los perjuicios materiales serán tasados según la reiterada jurisprudencia del Consejo de Estado, asumiendo que por lo menos cada una de ellas devengaba el salario mínimo. Esto porque ellas contribuían con la manutención de su hermano menor.

F. El equivalente en moneda nacional a DOSCIENTOS (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento del pago a JAIROALEXANDER INCHIMA CALAMBÁS, por ser el hermano menor de las malogradas MARTHA CECILIA INCHIMA CALAMBÁS y NANCY INCHIMA CALAMBÁS, por el PERJUICIO PSICOLÓGICO que produce SER TESTIGO PRESENCIAL DEL FUSILAMIENTO de DOS seres queridos. Observó impotente el menor las humillaciones que integrantes del Ejército Nacional las sometió, antes de proceder a asesinarlas, de lo cual también fue testigo, lo que comporta estado doloroso en circunstancias tan impensadas. Seguramente deberá ser sometido a tratamiento psicológico, para lo cual podrá utilizar el dinero además que mejores condiciones de vida le permitirán amainar los estragos indelebles que el horripilante hecho deja y dejará en su psiquis. Piénsese cómo transcurrirían los hechos concomitantes a los asesinatos de sus hermanas, cuando las vio que pasaban vestidas de civil, luego vestida una con uniformes de militar, enterándose después que a la otra la habían uniformado con atuendo de policía, previendo el vil desenlace, viendo cuando cargaban ya muerta a una de ellas; observación que hizo desde su sitio de escondite; cómo hizo para llevar la razón a sus vecinos, amigos y familiares trasladándose a pie por las desoladas tierras de su región de habitación, sin saber dónde estaban los asesinos. De la misma forma el temor lógico que invade a quien es el único testigo civil del acto execrable proceder oficial, quien debió tomar las precauciones correspondientes para poner en conocimiento de las autoridades lo que con espanto vio en lontananza. ¿Cómo revivió en cada versión ante las autoridades los degradantes hechos? ¿Cómo será la adolescencia de este joven? ¿Cuál será su reacción cuando mire en un sitio descampado o en la ciudad a integrantes de los servicios de seguridad del Estado? ¿Querrá prestar el servicio militar obligatorio, querrá que sus hijos y familiares lo hagan? ¿El Estado le ha prestado ayuda psicológica? Después de este cruel suceso es otro desplazado más de este país.

G. El equivalente en moneda nacional a doscientos salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento del pago a cada uno de los HERMANOS de las asesinadas:

· ROSA ELVIRA CALAMBÁS GOLONDRINO, portadora de la cédula de ciudadanía número 55.061.885 de Garzón (Huila),

· LUIS ÁNGEL INCHIMA GOLONDRINO, portador de la cédula de ciudadanía número 12.190.894de Florencia (Caquetá),

· ARTEMIO INCHIMA GOLONDRINO, portador de la cédula de ciudadanía número 17.646.061 Florencia (Caquetá),

· ALFONSO INCHIMA CALAMBÁS, titular de la cédula de ciudadanía número 17.711.143 de Cartagena del Chaira),

· LAURA PASTORA INCHIMA GOLONDRINO, portadora de la cédula de ciudadanía número 36.381.983 de La Plata(Huila)

· ALFREDO INCHIMA GOLONDRINO, identificado con la cédula de ciudadanía número 12.277.148 de La Plata (Huila),

· GUILLERMO MESÍAS INCHIMA BENAVIDES, identificado con la cédula de ciudadanía número 76.317.956 de Popayán,

· PEDRO INCHIMA BENAVIDES, identificado con la cédula de ciudadanía número 1.701.767 de Puerto Rico (Caquetá).
Esto por el profundo daño moral, trauma Psicológico que produce la muerte de dos seres queridos, hermanas jóvenes, con quienes compartían alegrías y tristezas cada vez que regresaban a la casa materna y las recibían en las suyas con mucho amor. Evento que genera estados dolorosos en circunstancias tan impensadas y de conformidad a reiteradas sentencias y jurisprudencias del Consejo de Estado.

H. El equivalente en moneda nacional a doscientos salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento del pago a CIPRIAN GOLONDRINO, poseedor de la cédula de ciudadanía número 1.641.762 de Moscopán - La Plata (Huila). Él en calidad de tío, cercano geográficamente a su hermana CECILIA CALAMBÁS GOLONDRINO, compartía casi todos los días con ellas y fue la persona que se puso al frente de las investigaciones, protegiendo a su sobrino menor de edad JAIRO ALEXANDER INCHIMA CALAMBÁS, cuando aún sus padres se encontraban ausentes, en los momentos de tensión inmediato al insuceso, trayéndolo a Popayán a buscar su protección, incluso en la Defensoría del Pueblo y a que narrara el triste acontecimiento que había vivido y sentido con inmenso dolor, lo que finalmente conllevó a que se culminara con el esclarecimiento de los funestos sucesos. Su dolor en consecuencia, fue también inmenso, más cuando tiempo atrás ayudó a la crianza, educación y establecimiento de sus malogradas sobrinas NANCY Y MARTHA CECILIA INCHIMA CALAMBÁS

I. El equivalente en moneda nacional a doscientos salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento del pago a la señora MARÍA WALDINA GOLONDRINO o MARÍA GOLONDRINO VIUDA DE CALAMBAS, poseedora de la cédula de ciudadanía número 25.630.030 de Puracé (Cauca), en calidad de abuela materna de las malogradas jóvenes. Compartía todos los días con ellas y fue quien en asocio de los padres de estas en forma notoria cumplió a cabalidad con sus deberes para ayudar a la crianza, educación establecimiento y recta formación social de estas y de todos los nietos. Su dolor en consecuencia fue también inmenso dado el inmenso amor que con sus nietas se prodigaban en forma recíproca y lo impensado de la acción criminal que culminó con la vida de ellas la mantiene en padecimientos que afligen su continuo devenir de los días, más cuando la misma vecindad con el lugar del trágico suceso siempre la mantienen en tensión emocional no solo por el recuerdo de sus nietas, sino por el fatal desenlace.

J. A cada uno de los anteriores demandantes CLODOMIRO INCHIMA IMBAJOA y CECILIA CALAMBAS GOLONDRINO; JAIRO ALEXANDER INCHIMA; ROSA ELVIRA CALAMBAS GOLONDRINO, LUIS ÁNGEL INCHIMA GOLONDRINO, ARTEMIO INCHIMA GOLONDRINO, ALFONSO INCHIMA CALAMBAS, LAURA PASTORA INCHIMA GOLONDRINO, ALFREDO INCHIMA GOLONDRINO, GUILLERMO MESÍAS INCHIMA BENAVIDES, PEDRO INCHIMA BENAVIDES CIPRIAN GOLONDRINO MARÍA WALDINA GOLONDRINO o MARÍA GOLONDRINO VIUDA DE CALAMBAS, el equivalente a cincuenta salarios mínimos legales mensuales vigentes por el daño a la honra y a la imagen que sufrieron al ser mostradas por radio, prensa y televisión sus familiares como integrantes de un grupo al margen de la Ley. Además de ello, con destino a la familia y a la Sociedad se construirá un monumento por valor de cien salarios mínimos legales mensuales en acuerdo entre Familia-Personería y la Universidad del Cauca (que tiene facultad de Artes Plásticas). Esto para que se recuerde y nunca se vuelvan a repetir hechos tan degradantes de la condición humana.
K. El valor de SIETE MILLONES DE PESOS con destino al abogado que esta demanda suscribe, ya identificado, en razón de haber adelantado la parte civil, en Popayán y Bogotá, sin que hasta el momento se le haya cancelado honorarios algunos. Esto porque toda indemnización ha de ser integral y los afectados no han de cubrir gasto alguno.
L. Las sumas anteriores se pagarán debidamente actualizadas, de manera plena y en los términos de los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo, sumas que se ajustarán tomando como base los índices de precios al consumidor, como lo ordena el artículo 178 de la misma Obra.

TERCERA: La Entidad demandada dará cumplimiento a la sentencia dentro de los treinta (30) días siguientes a su ejecutoria.
2. Los Hechos
El 31 de marzo de 2004, en desarrollo de la denominada Operación Orión, miembros del Ejército Nacional a cargo del Comandante JOSE ANTONIO PAEZ BRETÓN, se trasladaron hasta la vereda de San Antonio, en procura de enfrentar guerrilleros de las FARC que se encontraban en dicha zona.

En la fecha mencionada, las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas se encontraban en su casa de habitación con su hermano menor Jairo Alexander, en tanto sus padres se habían trasladado a la ciudad de Popayán desde el día anterior, para atender diligencias personales. Al momento de iniciar los combates, el hermano menor procedió a salir de la vivienda y esconderse entre la maleza, considerándolo más seguro, a lo cual las hermanas no quisieron acceder, quedándose en la casa.

Desde la distancia, el hermano observó como miembros de la Fuerza Pública ingresaban a la vivienda de la cual además de hurtar objetos materiales, sacaron a las hermanas Inchima Calambas, vistiéndolas con uniformes del Ejército y Policía Nacional y asesinándolas posteriormente. La información surtida por el hermano, sirvió para que se iniciaran las pesquisas judiciales en procura de establecer la verdad.

Dentro de la investigación penal adelantada en un principio por el Juez Penal Militar y luego por la Fiscalía, varios militares confesaron la comisión del delito de homicidio agravado contra la vida de las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas, quienes hacían parte de la población civil y eran ajenas al conflicto armado.

Sostiene que el Ejército Nacional es evidentemente responsable por la muerte de las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas, en tanto fue la Fuerza Pública en mando del capitán José Antonio Páez Bretón, quienes perpetraron el delito incurriendo en una falla del servicio.

B. ARGUMENTOS DE LA DEFENSA

Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional (Fl. 99-104C.Ppal).
La apoderada de la entidad demandada manifiesta que se opone a la prosperidad de las pretensiones, argumentando que no existe soporte legal ni probatorio para predicar que la entidad debe indemnizar pecuniariamente a la parte actora.
En cuanto a los hechos expuestos en la demanda, indica que los mismos deben ser probados en debida forma, advirtiendo que las afirmaciones no son suficientes para declarar la responsabilidad administrativa.

Explica que bajo cualquier régimen patrimonial del Estado o de las personas jurídicas de derecho público es menester que estén presentes: la acción o la omisión de la entidad estatal, el daño antijurídico, el nexo de causalidad material y el título jurídico de imputación.

Finalmente, propone como excepción la innominada o genérica.

C. SENTENCIA APELADA (fl. 304-316 C. Ppal)
El Juzgado Quinto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán profiere sentencia el 23 de noviembre de 2011, en la cual resuelve:
PRIMERO: DECLARAR a la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA-EJÉRCITO NACIONAL, administrativamente responsable de los perjuicios causados a los señores: CLODOMIRO INCHIMA IMBAJOA, quien actúa en nombre propio y en representación del menor JAIRO ALEXANDER INCHIMA CALAMBAS, Señores ALFONSO INCHIMA CALAMBAS, ARTEMIO INCHIMA GOLONDRINO, LUIS ÁNGEL INCHIMA GOLONDRINO, LAURA PASTORA INCHIMA GOLONDRINO, ALFREDO INCHIMA GOLONDRINO, GUILLERMO MESÍAS INCHIMA BENAVIDES y PEDRO INCHIMA BENAVIDES, quienes en su orden comparecen al proceso como padre y hermanos, respectivamente, de NANCY INCHIMA CALAMBAS y MARTHA CECILIA INCHIMA CALAMBA, quienes murieron en los hechos ocurridos el 31 de mazo de de 2004, en el municipio de Puracé (C).
SEGUNDO: Como consecuencia, CONDENAR a la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL, a pagar a favor de los demandantes por concepto de Perjuicios Morales, los siguientes valores:
	DEMANDANTE
	PARENTESCO CON LAS VICTIMAS
	CONDENA

	CLODOMIRO INCHIMA IMBAJOA 
	PAPA
	100S.M.LM.V.

	JAIRO ALEXANDER INCHIMA CALAMBAS
	HERMANO
	100S.M.LM.V.

	ALFONSO INCHIMACALAMBAS 
	HERMANO
	50S.M.LM.V.

	ARTEMIO INCHIMA GOLONDRINO 
	HERMANO
	50 S.M.LM.V.

	LUIS ÁNGEL  INCHIMA GOLONDRINO
	HERMANO
	50S.M.LM.V.

	LAURA   PASTORA INCHIMA GOLONDRINO 
	HERMANA
	50 S.M.LM.V.

	ALFREDO INCHIMA GOLONDRINO 
	HERMANO
	50S.M.L.M.V.

	GUILLERMO MESÍAS INCHIMA BENAVIDES
	HERMANO
	50S.M.L.M.V. 

	PEDRO INCHIMA BENAVIDES
	HERMANO
	50 S.M.LM.V.


TERCERO: CONDENAR a la NACIÓN MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL, a pagar a favor de los demandantes, por concepto de perjuicios por alteración en las condiciones de existencia, las sumas de dinero que a continuación se relacionan:
	DEMANDANTE
	PARENTESCO CON LAS VICTIMAS
	CONDENA

	CLODOMIRO INCHIMA IMBAJOA 
	PAPA
	100S.M.LM.V.

	JAIRO ALEXANDER INCHIMA CALAMBAS
	HERMANO
	100S.M.LM.V.

	ALFONSO INCHIMACALAMBAS 
	HERMANO
	50S.M.LM.V.

	ARTEMIO INCHIMA GOLONDRINO 
	HERMANO
	50 S.M.LM.V.

	LUIS ÁNGEL  INCHIMA GOLONDRINO
	HERMANO
	50S.M.LM.V.

	LAURA   PASTORA INCHIMA GOLONDRINO 
	HERMANA
	50 S.M.LM.V.

	ALFREDO INCHIMA GOLONDRINO 
	HERMANO
	50S.M.L.M.V.

	GUILLERMO MESÍAS INCHIMA BENAVIDES
	HERMANO
	50S.M.L.M.V. 

	PEDRO INCHIMA BENAVIDES
	HERMANO
	50 S.M.LM.V.


CUARTO: Se niegan las demás pretensiones de la demanda.

QUINTO: Las condenas se cumplirán en los términos de los Arts. 176 a 178 del C.C.A.

SEXTO: Sin costas (Art. 55 de la ley 446 de 1998.).

SÈPTIMO: CONSÚLTESE sino fuere apelada.

OCTAVO: En todos los casos el valor del salario mínimo legal mensual será el vigente a la ejecutoria de esta providencia.
(…)
Encuentra acreditado el daño antijurídico causado a los demandantes, consistente en la muerte violenta de las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas, quienes fallecieron el 31 de marzo de 2004 en el Municipio de Puracé – Cauca.

En cuanto a la imputación del daño, refiere que en el proceso penal adelantado por el delito de homicidio en persona protegida ante el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Popayán, se encuentran las declaraciones rendidas de los soldados quienes presenciaron los hechos objeto de demanda, y quienes informaron que las occisas no tenían armas de fuego al momento del suceso y que incluso se les obligó a colocar camuflado, advirtiendo que según la sentencia anticipada de primera instancia, el capitán José Antonio Páez Bretón aceptó los cargos del delito de homicidio de persona protegida de las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas en su calidad de determinador y coautor.

De lo anterior, infiere que al momento de la muerte de las hermanas Inchima Calambas, éstas no estaban armadas ni amenazaron a la tropa con ningún tipo de armamento, ni se enfrentaron a los efectivos militares, pues por el contrario, encuentra que su actuar fue pasivo y de colaboración con la fuerza pública, al punto de acceder a cambiarse de ropa civil por prendas militares, lo cual señala únicamente tenía como fin para los miembros del Ejército, confundir a la comunidad y presentar resultados ante la opinión pública, concluyendo que a todas luces la conducta de los militares fue el motivo o la causa de los daños ocasionados a los demandantes.

De este modo, considera que el daño causado a los demandantes es imputable al Ejército Nacional en tanto fueron efectivos militares quienes sin mediar justificación legal lo provocaron.

En cuanto a la liquidación de los perjuicios morales, advirtió que algunos demandantes no habían acreditado la calidad de parientes ni de terceros damnificados, razón por la cual negó las pretensiones a su favor, no obstante frente a los otros, quienes si acreditaron la calidad de padres y hermanos, accedió a la condena de 100 y 50 smlmv respectivamente.
Frente al perjuicio material en modalidad de daño emergente, considera que no se encuentra demostrado dentro del expediente. Igualmente, en cuanto al daño a título de lucro cesante señala que si bien se acreditó que las hermanas Inchima Calambas ejercían actividades agrícolas de las cuales compartían las ganancias con sus padres y hermano menor, no se logró demostrar una dependencia directa que hiciera procedente dicho reconocimiento.

Finalmente, considera que es procedente la condena por daño a la vida de relación a favor de los demandantes, dado el trauma psicológico que implicó para éstos, la pérdida de sus seres queridos por el actuar injustificado de la Fuerza Pública, que contribuyó al resquebrajamiento de la familia, en tanto, algunos tuvieron que salir de la zona a buscar seguridad al perder la credibilidad y confianza con respecto a miembros del Ejército Nacional. Explica que dicho perjuicios se encuentra justificado en un mayor grado para el padre y el hermano menor Jairo Alexander Inchima Calambas explicando que éste último, debió ver como ultimaban a sus hermanas los miembros del Ejército Nacional, perdiendo totalmente la confianza frente a dicha Institución.  

D. LA APELACIÓN 

La parte demandada apela la sentencia de primera instancia bajo los siguientes argumentos:

Sostiene que de las pruebas obrantes en el expediente, se extrae que el día de los hechos los señores José Antonio Páez Bretón al igual que sus compañeros no actuaron en ejercicio de funciones propias del servicio, y por tal su conducta en nada compromete a la administración, pues afirma que no existe nexo que permita relacionar su actuación personal con el servicio que estaba a cargo de la entidad pública demandada.

Reitera que la muerte de las hermanas Inchima Calambas es un hecho que ocurrió por fuera de la operación militar encomendada a los miembros del Ejército Nacional, situación por la cual considera que no se puede vincular a la entidad, explicando que no se puede imputar responsabilidad civil a la administración cuando los daños causados se dan por un funcionario que se presenta frente al sujeto afectado en calidad de persona privada desprovista de toda calificación jurídico – pública.

Sostiene que los hechos objeto de demanda no guardan ninguna relación con las funciones asignadas al Ejército Nacional, ni con el servicio que les fuera encomendado, puesto que se trata de hechos totalmente aislados y ajenos a la función militar, en tanto reitera que los miembros que actuaron en los hechos, lo hicieron a título personal con lo cual se demuestra que la entidad no es responsable.

Advierte que dentro del proceso se allegó de manera tardía el poder debidamente conferido por el señor Guillermo Mesías Inchima, demandante frente al cual, en un principio el A quo negó reconocer personería concediéndole un término para su corrección, no obstante, indica que el poder fue allegado el 24 de enero de 2007, es decir 4 meses después, por lo que considera que no se interrumpió el término de caducidad. En razón a lo expuesto, señala que no hay lugar a realizar ningún reconocimiento como lo hizo el A quo, a favor del señor Mesías Inchima.

En cuanto al señor Jairo Alexander Inchima Calambas, sostiene que no se acreditó su calidad de hermano, pues si bien se allegó un registro civil de nacimiento, el mismo obra en copia simple, y por tal no puede ser valorado.

Considera que no existe prueba dentro del proceso que demuestre la causación de perjuicios morales, los cuales el A quo, condenó a pagar a la entidad demandada.

Respecto a la condena por los perjuicios ocasionados por alteración en las condiciones de existencia, advierte que dicha declaración no fue pretendida en la demanda, advirtiendo que de todos modos, no existe prueba de su causación.

Finalmente solicita se revoque la sentencia emitida en primera instancia, para en su lugar se exonere de toda responsabilidad patrimonial a la entidad demandada. (Fl. 320-337 C. Ppal)

La parte demandante, dentro del término oportuno apela la sentencia de primera instancia bajo los siguientes argumentos:

Considera que el A quo, dispuso una reparación parcial y no integral, al no tener en cuenta la doble agresión a bienes jurídicamente tutelados en tanto fueron dos hermanas quienes resultaron muertas, debiendo ser ambas protegidas por la autoridad militar por ser civiles. En razón a ello, manifiesta que la condena a imponer a la entidad demandada debe ser por un valor doble a lo liquidado por el juez de primera instancia, teniendo en cuenta que así se solicitó en la demanda.

Presenta inconformidad frente a la exclusión del reconocimiento de la indemnización a algunos demandantes quienes en calidad de familiares de las víctimas también resultaron afectados, esto es: Cecilia Calambas Golondrino (madre), María Waldina Golondrino  (abuela), Ciprian Golondrino (tío) y Rosa Elvira Calambas Golondrino (hermana), afirmando que la indemnización no se debe únicamente a familiares sino a quien sufra una afectación.

En cuanto a la señora Cecilia Calambas Golondrino, refiere que si bien es cierto ésta falleció días antes de ser presentada la demanda, previamente otorgó el poder respectivo para entablar la misma, afirmando que su fallecimiento prematuro se debió a que no pudo soportar la muerte de sus hijas las señoras Nancy y Martha Cecilia Inchima Calambas, concluyendo que no se puede desconocer el derecho al que en vida tuvo por la pérdida de sus hijas.

Sostiene que el A quo excluyó de la condena a la señora Rosa Elvira Calambas Golondrino sin motivación alguna, a pesar de acreditar que la misma ostentaba la calidad de hermana de las señoras Nancy y Martha Cecilia Inchima Calambas, quienes murieron en los hechos objeto de demanda, y frente a la cual indica que en la demanda se solicitó el reconocimiento de los respectivos  perjuicios.

Frente a los señores Ciprian Golondrino y  María Waldina Golondrino, sostiene que de las declaraciones se logra inferir el estrecho vínculo de familiaridad que guardaban en su calidad de tío y abuela con las víctimas, advirtiendo que con la partida canónica de nacimiento de Cecilia Calambas Golondrino, se acreditó la calidad de abuela de la señora María Waldina.

Por otro lado, presenta inconformidad frente a la omisión del A quo de reconocer perjuicios morales consecuencia de la destrucción de la vivienda y saqueo de bienes muebles de propiedad de los demandantes, lo cual ocurrió en uso ilegítimo del poder y la superioridad aprovechando condiciones de indefensión, inferioridad y despoblamiento, en manos de las fuerzas militares. Pues advierte que el Juez de primera instancia únicamente reconoció perjuicios morales por la muerte de las dos hermanas, obviando reparar integralmente el daño ocasionado.

Sostiene que dentro del proceso se acreditó los daños causados por miembros militares, sobre la vivienda, el criadero de peces que incluyó su hurto y la destrucción del lago, el hurto de una motocicleta, una maleta y la suma equivalente a $ 5.000.000, los cuales señala dan lugar a una condena por perjuicios materiales.

Además, señala que en la demanda se solicitó se indemnizara por el daño causado a la honra e imagen, al ser mostrado por los medios de comunicación a sus familiares como miembros integrantes de un grupo al margen de la ley dadas de baja en combate, deshonrándose “su memoria y su vida de campesinas”.
Señala que la solicitud de reparación simbólica y de memoria en pro de la familia y la sociedad, fue pasado por alto en la sentencia de primera instancia, en tanto el A quo se abstuvo de emitir una orden al respecto, a pesar de ser solicitado.

Igualmente, sostiene que el A quo omitió hacer declaración alguna sobre la responsabilidad que recae sobre la entidad demandada de pagar el valor de $ 7.000.000 por concepto de los honorarios de abogado al adelantar éste el trámite de parte civil dentro del proceso penal, gastos que sostiene no han sido cancelados.

Finalmente, solicita se condene al pago de los perjuicios materiales en modalidad de lucro cesante, por la muerte de quienes colaboraban en su hogar, en tanto, su desaparición implicó la no ayuda en el ordeño, agricultura, piscicultura, labores de agro y de cocina, actividades que eran desplegadas por las víctimas para el bien de la familia. (Fl. 338-387 C. Ppal)

D. MINISTERIO PÚBLICO (Fl. 536-541 C. Ppal 2)
El Ministerio Público rinde concepto de fondo en el presente asunto, indicando que la madre, abuela, hermana y tío de las víctimas deben ser objeto de reparación, en tanto se acreditó a través de los testimonios las relaciones de afecto y protección además del gran sufrimiento que padecieron con la muerte de sus familiares.

Considera que no pude ser excluida de la indemnización la madre de las víctimas, quien falleció a causa del inmenso dolor que le ocasionara la muerte de sus hijas, pues sostiene que debe operar el reconocimiento de sus derechos, el cual por vía de sucesión deberá pasar a sus herederos, sin desconocer los mismos en razón a que falleció antes de dictarse sentencia.

En este orden, solicita se modifique la sentencia de primera instancia en el sentido de incluir en la indemnización reparatoria a la madre, hermana, abuela y tío de las víctimas en la cuantía que disponga el Tribunal, manifestando que acoge el contenido general de la sentencia en cuanto el Juez dispuso la responsabilidad de la entidad demandada.

II. CONSIDERACIONES 

1. COMPETENCIA

Esta Corporación es competente para conocer del recurso de apelación interpuesto contra las sentencias de primera instancia dictadas por los Juzgados Administrativos del Circuito de Popayán, conforme lo establecido en el artículo 133 del Decreto 01 de 1984 (C.C.A.), normativa que resulta aplicable por cuanto el proceso fue promovió con anterioridad a la vigencia de la Ley 1437 de 2011, por la cual se expidió el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo
.
2. CADUCIDAD

De conformidad con el artículo 136 numeral 8º del C.C.A. la acción de reparación directa “…caducará al vencimiento del plazo de dos (2) años, contados a partir del día siguiente del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajo público o por cualquiera otra causa.”
De acuerdo con el libelo introductorio, el hecho dañino del cual derivan los perjuicios por cuya reparación se demanda en el caso concreto, tuvo lugar el 31 de marzo de 2004; de ahí que si la demanda fue radicada en la Oficina Judicial de la D.E.S.A.J. de Popayán el 30 de marzo de 2006 (Fl. 75C.Ppal 1), es claro que la acción se promovió dentro del término de caducidad.
La entidad demandada alega en el recurso de apelación, que la presente acción caducó respecto al señor  Guillermo Mesías Inchima, toda vez que se allegó de manera tardía el poder debidamente conferido a su apoderado, es decir por fuera del término concedido por el A quo para su corrección. Al respecto, coincide la Sala con el A quo, al referir que la caducidad de la acción se entiende interrumpida con la presentación de la demanda, es decir que conforme lo antes expuesto, en el presente asunto no operó la caducidad para ninguno de los demandantes. 

No obstante lo anterior, aclara la Sala que obra en el expediente el respectivo poder conferido por el demandante al apoderado(Fl. 7-8 C. Ppal), allegado con la demanda, el cual cuenta con el sello de presentación personal ante el Tribunal Administrativo del Cauca, y si bien es cierto no obra en dicho sello la firma del empleado de la Secretaría de la Corporación, ello no puede implicar, como lo pretende el demandando, excluir del fallo al señor Guillermo Mesías Inchima, puesto que como lo advierte el A quo, dicha situación no le es imputable al demandante. Lo anterior sumado a que el señor Guillermo Mesías Inchima, en respuesta al requerimiento del juzgado, otorgó nuevamente poder, ratificando el inicialmente conferido (Fl. 94 C. ppal 1). 
3. TEMAS DE APELACIÓN

Previo a abordar el análisis respecto del objeto del recurso de apelación interpuesto por la parte demandada y demandante, resulta importante precisar que el marco fundamental de competencia del  Juez de segunda instancia lo constituyen las referencias conceptuales y argumentativas que se aducen y esgrimen en contra de la decisión que se hubiere adoptado en primera instancia, por lo cual, los demás aspectos diversos a los expresamente planteados por el recurrente, se excluyen del debate en la instancia superior, toda vez que en el recurso de apelación operan tanto el principio de congruencia de la sentencia como el principio dispositivo
. 

Entonces, si la pretensión del apelante fija, en principio, el ámbito de competencia material del superior, es preciso que la providencia que desate dicho recurso sea congruente con ella; en otras palabras, la sentencia de segunda instancia deberá estar en consonancia con las materias objeto del recurso de apelación.
De este modo, teniendo en cuenta que los apelantes – demandante y demandado-no presentaron en sus recursos de alzada discusión frente a la existencia del daño, cual es la muerte de las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas a causa de las heridas ocasionadas por proyectil de arma de fuego, en hechos ocurridos el día 31 de marzo de 2004 en el Municipio de Puracé, ni tampoco que éstas murieron por el actuar de miembros del Ejército Nacional dentro de la orden de operaciones, la Sala se limitará a analizar los siguientes aspectos objeto de apelación:

i) Establecer sí la actuación de los miembros del Ejército Nacional el día 31 de marzo de 2004, en donde resultaron muertas las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas, fue desplegada por los militares a título personal, o compromete la responsabilidad de la entidad demandada, y si ello es así, ii) establecer si hay lugar a modificar los perjuicios reconocidos en la sentencia de primera instancia, teniendo en cuenta los siguientes aspectos objeto de apelación:
- Si, como lo sostiene el demandado, dentro del proceso no se acreditó la causación de perjuicios morales respecto a los demandantes a quienes se les concedió por el A quo, la indemnización por dicho concepto; o si por el contrario, como lo argumenta el apoderado de la parte demandante en la apelación, la indemnización reconocida por perjuicios morales, debe ser incrementada en razón a la reparación integral teniendo en cuenta que los demandantes perdieron en los hechos objeto de demanda, dos miembros de su familia, además de reconocerse la respectiva indemnización con lugar a los perjuicios morales causados con la pérdidas de bienes muebles, lo cuales sostiene fueron objeto de destrucción y hurto por los militares el día de los hechos.
- Si el menor Luis Alexander Inchima Calambas debe ser excluido de la condena impuesta por el Juez de primera instancia, en tanto no acreditó debidamente la legitimación en la causa por activa  para reclamar.
- Si deben ser incluidos en el reconocimiento de los perjuicios a los señores María Cecilia Calambas Golondrino, María Waldina Golondrino, Cipriam Golondrino y Rosa Elvira Calambas Golondrino, en sus calidades de madre, abuela, tío y hermana respectivamente, en tanto sostiene la parte actora, que se encuentra debidamente acreditado el parentesco y los perjuicios ocasionados a los mismos.
- Si debe ser revocada la sentencia de primera en lo referente a la condena impuesta a la entidad demandada por concepto de alteración a las condiciones de existencia, puesto que el apelante alega que dicho perjuicio no fue objeto de pretensión en la demanda, alegando de todos modos que no obra en el expediente prueba alguna que acredite su causación.
- Si hay lugar a adicionar la sentencia de primera instancia, en el sentido de incluir la orden de reconocer y pagar a favor de los demandantes los perjuicios materiales ocasionados en modalidad de lucro cesante y daño emergente.

- Determinar si procede la reparación integral, consistente medidas restaurativas.

Debe precisar la Sala que a efectos de estructurar el juicio de responsabilidad se debe tener en cuenta los fundamentos fácticos expuestos en la demanda, pues precisamente frente a los hechos alegados y probados por la parte demandante, le corresponde al juez definir la norma o el régimen aplicable al caso, pues en ningún evento puede modificarse la causa pentendi, entendida esta como los hechos que se enuncian en la demanda como fundamento de la pretensión.

En razón a lo anterior, considera la Sala que el presente asunto debe ser analizado bajo el régimen de imputación subjetivo, cual es la falla del servicio, en tanto el daño que se pretende imputar a la entidad demandada, se alega, fue producto de una irregularidad administrativa de los agentes estatales, quienes faltando a las funciones propias de su cargo, procedieron a ejecutar arbitrariamente o extrajudicialmente la vida de unas personas sin justificación valedera, siendo preciso advertir que el Consejo de Estado ha indicado que el título de imputación de falla del servicio, es aplicable aun tratándose de daños causados con ocasión de actividades peligrosas
.
En efecto, el artículo 90 constitucional, establece una cláusula general de responsabilidad del Estado cuando determina que éste responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados  por la acción o la omisión de las autoridades públicas, de lo cual se desprende que para declarar responsabilidad estatal se requiere la concurrencia de estos dos presupuestos: (i) la existencia de un daño antijurídico y (ii) que ese daño antijurídico le sea imputable a la entidad pública, bajo cualquiera de los títulos de atribución de responsabilidad, la falla del servicio, el daño especial, el riesgo excepcional, etc. 

Así entonces, teniendo en cuenta lo expuesto en la demanda y la apelación, el régimen de imputación bajo el cual se procede a analizar el presente asunto, corresponde al de falla del servicio, en el cual atañe a la parte interesada, cual es el demandante, probar i) el daño, ii) el nexo de causalidad y además iii) la falla en el servicio.
4. LO PROBADO EN EL PROCESO: 

Al proceso se incorpora como prueba trasladada, el expediente penal adelantando por la Justicia Penal Militar con ocasión a los hechos ocurridos el 31 de marzo de 2004, en donde resultaron muertas las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas, proceso dentro del cual obran las declaraciones juramentadas, rendidas por el personal militar, referente a las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que sucedieron los hechos, las cuales considera la Sala es procedente valorar, en tanto fueron practicadas dentro de la investigación penal, adelantada por la Justicia Penal Militar y trasladadas en copia auténtica a este proceso, a petición de la parte actora, cumpliendo la exigencia contenida en el artículo 185 del Código de Procedimiento Civil
 sobre su valor probatorio, por cuanto se practicaron por la demandada, es decir con su audiencia e intervención
.
Advierte la Sala que no pueden ser valoradas las declaraciones del personal militar, dentro del proceso penal referido, rendidas ante la Fiscalía General de la Nación – Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, a quien se le remitió para su conocimiento y por razones de competencia el asunto penal, en tanto la parte demandada no se allanó a la petición para su decreto, no se practicaron con audiencia de dicha parte ni fueron ratificadas en el presente asunto.

Igual suerte, corren las diligencias de indagatoria rendidas por los agentes militares participantes en el operativo surgido de la orden de operaciones No. 0260/BR-3-COCO3-B3-375, las cuales no pueden ser tenidas como medio de prueba, toda vez que fueron obtenidas sin el apremio del juramento y, por tanto, no reúnen las características necesarias para que pueda considerárselas como testimonios. De este modo, advierte la Sala que no comparte la valoración probatoria dada por el A quo en la sentencia de primera instancia, a las diligencias surtidas en audiencia pública dentro del proceso penal adelantado por la muerte de las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas, en donde los señores Yulder Yesid García Guerrero y José Julián Castaño Triana, resuelven un interrogatorio “libre de todo apremio y juramento”.

Contrario a lo anterior, las diligencias de indagatoria rendidas por el Sargento Viceprimero Juanario Páez Obando y el Soldado Profesional Raúl Posu Manzano dentro del proceso penal trasladado al presente asunto, si serán valoradas, toda vez que fueron rendidas por el personal militar referido, bajo la gravedad de juramento. 
En cuanto las declaraciones rendidas por los señores Ciprian Golondrino, Clodomiro Inchima Imbajoa, Jairo Alexander Inchima Golondrino y Cecilia Calambas Golondrino, dentro del ya mencionado proceso penal (Fl. 405-407, 411-412, 417-421 C. Pruebas 3 y Fl. 252, 256-258 C. Pruebas 2), advierte la Sala que no serán valoradas en tanto fueron rendidas por quien actúa dentro del presente asunto, como parte demandante.

Por su parte, es procedente valorar los documentos obrantes en el proceso penal adelantado por la Justicia Penal Militar, allegado en virtud de la prueba trasladada decretada por el A quo por solicitud de la parte demandante, en tanto cumplen con los requisitos del artículo 185 del Código de Procedimiento Civil.
De este modo, los documentos aportados en virtud de la prueba trasladada que serán objeto de valoración son entonces, los siguientes:
- Sobre la operación militar desplegada por el Ejército Nacional.
- El 30 de marzo de 2004, el Comandante, adscrito al Comando Operativo No. 3 del Ejército Nacional, expidió la orden de operaciones No. 0260/BR-3-COCO3-B3-375 cuya misión consistía en: (Fl. 147-154 C. pruebas 1)

“EL COMANDO OPERATIVO No. 3 CON EL BCG-37 CP.A Y CP.B A PARTIR DEL DÍA 30 DE MARZO 2004 24 HORAS CONDUCE OPERACIONES DE DESTRUCCIÓN Y CONTROL MILITAR DE ÁREA CONTRA LA CUADRILLA MÓVIL JACOBO ARENAS DE LAS ONT FARC EN EL ÁREA GENERAL DEL MUNICIPIO DE COCONUCO CORREGIMIENTO DE PURACE CON EL FIN NEUTRALIZAR UN RETEN ILEGAL EN LA VÍA QUE DE PURACE CONDUCE A  SANTA LETICIA.”
- El día 31 de marzo de 2004, el Comandante de la Compañía “Aniquilador”, José Antonio Páez Betrón, emite informe de los hechos, en el cual consigna que: (Fl. 141-142 C. pruebas 1)

“Salimos de las instalaciones del Batallón José Hilario López a las 24:30 horas del día 31 de marzo del año en curso, hasta el municipio de Puracé, Vereda San Marcos, con el fin de golpear a los Narcoterroristas de las ONT FARC que se encontraban delinquiendo en ese sector instalando en forma permanente un retén ilegal, cobrando vacuna a todo vehículo que transitaba en la vía, que conduce al Huila, cobrando entre $80.000 y $100.000 a cada vehículo de carga público o particular.

Llegamos aproximadamente a las 01:00 horas al casco urbano de Puracé, teniendo la vía que conduce a la plata Huila atravesando el Páramo de Puracé, y llegando aproximadamente al Kilómetro 30 de esta vía donde tomamos un descanso ya que la neblina era totalmente densa e íbamos en movimientos fácticos con las luces apagadas de los vehículos, con el fin de no ser detectados por estos bandidos; a las 04:30 horas pasó el vehículo de la leche el cual lo paramos y hablamos con unos señores y nos suministraron datos exactos de donde estaban estos bandidos y cuantos eran los que estaban haciendo el retén.
Continuamos la infiltración a pie hasta el sector donde se encontraban estos bandidos y siendo aproximadamente las 6:00 horas entramos en contacto armado con estos bandidos prácticamente en un combate de encuentro a una distancia aproximada entre 05 y 07 metros, allí nos (ilegible) al terreno durante 15 minutos y maniobramos hacía adelante para mantener el contacto con estos terroristas, durante esta maniobra fue herido por el costado izquierdo del Tórax el SLP BALANTA DÍAS LUIS MARINO y el SLP VASQUEZ ARTEAGA OCTAVIO, en el oído derecho por un cartucho que le paso muy cerca de él, los combates fueron supremamente fuertes que transcurrieron hasta las 10:30 horas cuando recibí el informe del SLP CANO SALAS JUAN CARLOS, que maneja el scanner, monitorió (sic) que las bandidos pedían un médico urgentemente ya que tenían herido, muertos y gente perdida, estaban totalmente desorganizados y que se iban a bajar a la carretera para poder llevarse estos cadáveres, recuerdo tanto que insistían que se encontraba pérdida una tal SANDRA que no la encontraban por ningún lado y tenían 06 muertos, fue en ese momento que di la orden a avanzar hacia delante al Gil del señor SV PAEZ ORLANDO JUAN ARIO, fue cuando el tomo contacto visual de un vehículo y una moto que estaban subiendo los muertos de la guerrilla aproximadamente 06 bandidos uniformados, el cual los aferro al terreno con apoyo de la ametralladora evadiendo estos bandidos hacia Santa Leticia, dejando 02 cuerpos femeninos abandonados y uniformados con material de guerra e intendencia, asegurando el lugar y ordene el registro del área por donde se inició el combate el Señor SV ARROYAVE MARTINEZ JOSE HERNAN, haciendo el registro por donde tuvimos el combate de encuentro encontró un camino y más adelante, halló el cadáver de un terrorista uniformado de Policía con parches de las ONT-FARC EP con su equipo, fusil y dotación, sacando el cuerpo del bandido dado de baja por la misma trocha el SLP GUAJI MUÑOZ EINER, piso una carga hueca quedando herido del pie izquierdo, con una fractura abierta y el SLP GALLEGO FRANCO ROGELIO, que sufrió un quemonazo, estos soldados fueron evacuados del área inmediatamente y reorganizamos el personal saliendo en los vehículos hacia el casco urbano de Puracé donde me encontré con el Señor Mayor CAICEDO Oficial C3 del Comando Operativo No. 3 para retornar a la ciudad de Popayán; cabe resaltar la felicidad de la población civil al ver este resultado sobre todo los camioneros que los tenían azotados estos terroristas.
Los resultados obtenidos de esta operaciones fueron: 03 narcoterroristas de la Columna Móvil Jacobo Arenas de las ONT-FARC EP con un fusil AK 47 No. 85NC7739, 04 proveedores para fusil AK 47, 01 chaleco corta proveedores, 94 cartuchos CAL 7.62 x 39, 02 uniformes de policía, 01 uniforme camuflado con insignias de las ONT-FARC EP, 01 cilindro con pólvora negra aproximadamente 10 Kl, 04 granadas de mano, 02 cilindros de 40 libras, documentos varios de interés para la inteligencia militar, y destruidos 02 campamentos con pista de entrenamiento con capacidad para 50 narcoterroristas cada uno.”
- En la misma fecha, el mismo comandante profiere el informe de patrullaje en el que consigna los resultados obtenidos en la operación: (Fl. 143-145 C. Pruebas 1)
“RESULTADOS OBTENIDOS:03 NARCOTERRORISTAS DE LA COLUMNA MÓVIL JACOBO ARENAS DE LAS ONT-FARC EP CON UN FUSIL AK 47 NO. 85NC7739, PROVEEDORES PARA FUSIL AK 4704, CHALECO CORTA PROVEEDORES 01, CARTUCHOS CAL 7.62 X 3994,UNIFORMES DE POLICÍA02, UNIFORME CAMUFLADO CON INSIGNIAS DE LAS ONT-FARC EP 01, CILINDRO CON PÓLVORA NEGRA APROXIMADAMENTE 10 KILOS 01, GRANADAS DE MANO 04, CILINDROS DE 40 LIBRAS, DOCUMENTOS VARIOS DE INTERÉS PARA LA INTELIGENCIA MILITAR, Y CAMPAMENTOS DESTRUIDOS CON PISTA DE ENTRENAMIENTO 02 CON CAPACIDAD PARA 50 NARCOTERRORISTAS CADA UNO.
CONCLUSIONES: LA OPERACIÓN FUE EFICAZ SE LOGRÓ EL OBJETIVO PRINCIPAL DE NEUTRALIZAR EL ENFRENTAMIENTO EN FORMA PERMANENTE DURANTE VARIOS AÑOS ESTOS BANDIDOS REALIZAN EN EL SECTOR.”
- No obstante la información oficial suministrada por los miembros del Ejército Nacional, consignadas en los informes de los hechos y de patrullaje, el menor Jairo Alexander Inchima Golondrino instauró el día 4 de abril de 2004, denuncia por la muerte de sus hermanas las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas, en hechos ocurridos en la Vereda San Antonio, Corregimiento de Santa Leticia del Municipio de Puracé – Cauca, ante la Unidad de Reacción Inmediata – Fiscalía 001 – de Popayán, en la cual manifestó: (Fl. 232 – 235 C. pruebas 2)
PREGUNTADO: Sírvase hacer al despacho un relato claro y detallado de los hechos que va a denunciar teniendo en cuenta las circunstancias de tiempo, modo y lugar. CONTESTO: Eran las 6:00 de la mañana, me levante yo hacer el desayuno cuando se oyeron los disparos, yo le dije a mi hermana NANCY, están en enfrentamiento la guerrilla y el ejército, le dije yo me voy, ustedes se van a ir, ellas dijeron que no, ósea NANCY  y MARTHA, entonces les dije yo si me voy, yo que había llegado a la parte donde me escondí en un matorral cerca de la casa cuando bajaba la guerrilla peleando con el ejército, bajaron de la casa para abajo, cuando subieron estaban durmiendo mis hermanas, las sacaron de la casa, las amarraron, las torturaron, las patearon, las desnudaron, les pusieron uniformes de los que ellos cargan y les gritaban que no las violaran, que no las mataran, cuando se escucharon unos disparos y les cortaron el cabello a MARTHA, desarmaron la casa, sacaron todo al patio, dañaron un cuadro, la antena de televisión, la grabadora, las ollas, eso lo hicieron cuando yo salí del monte, les quitaron agua a las truchas, les dispararon a las truchas, se perdieron unas gallinas, se perdió una plata de unos terneros que se vendieron, cinco millones de pesos ($ 5.000.000),  a lo último cogieron y las arrastraron a ellas y las echaron al carro, se vinieron, se perdió también una bicicleta y una moto que se encontraba sin llanta trasera que era de mi primo JOSÉ INCHIMA PÁEZ, ya al otro día o sea hoy, salí a las siete de la mañana de donde estaba, me fui para abajo a pie a buscar a mi tío Cipriano Golondrino y nos vinimos para acá a Popayán, se me olvidaba que mi hermana Nancy iba a tener un bebé, tenía tres meses de embarazo, eso fue todo. PREGUNTADO: Al comienzo de la respuesta nos dijo que cuando bajaba la guerrilla y luego cuando subía fue cuando ocurrió lo que nos ha narrado. Sírvase aclararnos tal situación en el sentido de quien fue o miembros de que grupo fue que cogieron a sus hermanas y les hicieron lo que ya ha quedado consignado.- CONTESTO: cuando sonó plomo fue arriba en las cabañas de San Nicolás y bajaba la guerrilla y el ejército atrás, luego vuelve a subir el ejército no más y es cuando pasa lo de mis hermanas.- PREGUNTADO, Díganos a que distancia de donde ocurrieron los hechos de sus hermanas se encontraba ud. escondido y díganos que visibilidad tenía en dicho momento. CONTESTO –por ahí a cien metros, por un barranco no vía bien (sic) y por unos montes.- PREGUNTADO, díganos si a pesar de la dificultad para ver lo que sucedía, de alguna forma pudo observar lo que le ocurría a sus hermanas, esto es si vio cuando las arrastraban les cortaban el cabello y pedían que no las fueran a violar ni a matar.-CONTESTO, si vi, ví que las arrastraron y les cortaron el cabello y las echaron al carro y se vinieron.- PREGUNTADO, Díganos cuantos miembros del ejército como lo ha manifestado fueron los autores del hecho que denuncia y díganos igualmente porqué esta seguro que fueron miembros del ejército si como lo ha manifestado hubo enfrentamiento con la guerrilla.-CONTESTO, pues allí habían un poco y los que las arrastraban eran dos y sé que fue el ejército porque usa botas y la guerrilla usa de las otras de esas que usamos en el campo.-(…) PREGUNTADO, Díganos cuanto tiempo considera ud que duró el enfrentamiento con la guerrilla y el ejército. CONTESTO: Como dos horas y lo de mis hermanas fue cuando ya terminó el combate.”
- De las declaraciones rendidas dentro del proceso penal adelantado por el Juzgado 54 de Instrucción Penal Militar en contra del personal militar que participó en la operación efectuada el día 31 de marzo de 2004.
Pasa la Sala a relacionar las declaraciones rendidas por el personal militar, quienes estuvieron en el lugar de los hechos ocurridos el día 31 de marzo de 2004, las cuales llaman la atención de la Sala, en tanto de las mismas se extrae que las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas, no murieron dentro de un combate con miembros del Ejército Nacional, como se expuso en un principio en los informes oficiales. Pues bien, en dichas declaraciones se dijo:

Declaración juramentada rendida por el Soldado Profesional JESÚS MARÍA GUTIERREZ ANDRADE ante el Juzgado 54 de Instrucción Penal Militar:(Fl. 574-583 C. pruebas 3)

“Para el día treinta de marzo de dos mil cuatro, salimos en desplazamiento motorizado desde el Batallón JOSÉ HILARIO LÓPEZ, al sector de Puracé, de once a doce de la noche salimos de aquí, a cumplir con una operación sobre un retén y peaje que cobraba la guerrilla en la Vereda San Marcos del Municipio de Puracé, llegando al páramo de Puracé como a eso de las cuatro de la mañana del día treinta y uno de marzo de dos mil cuatro, llegamos al páramo y esperamos que amaneciera porque el clima estaba muy frío y nublado, paramos los carros ahí en el páramo, se montó la seguridad, esperamos a que amaneciera, después a lo que aclaró continuamos el desplazamiento motorizado, y paramos nuevamente cerca donde supuestamente se tenía la información del retén, desembarcamos y empezamos a avanzar en desplazamiento táctico a pie, y a eso de treinta o cuarenta metros más o menos estaba el primer centinela de la guerrilla, que estaba de seguridad de  ellos y quien fue  el  primero  que  nos vio y nos disparó, empezando ahí el combate, seguimos avanzando en combate, y en la siguiente vuelta, se me le partió la corredera al fusil de mi dotación, quedando fuera de combate,- le avise a mi primero PAEZ que se me había dañado el fusil y a mi Capitán PAEZ, en el momento que se me daño la corredera estaba conmigo el Soldado Profesional DÍAZ que era de mi gil, entonces me dijo mi Capitán PAEZ BRETÓN JOSÉ que tomara el fusil del Soldado BALANTADÍAZ MARIO quien resulto herido, pero ese fusil ya no estaba ahí, porque lo había cogido un Soldado que manejaba M.G.L y lo llevaba adelante, no sé cual Soldado sería, porque íbamos revueltos dos compañías y yo no sabía quién lo llevaba, me quede atrás porque estaba sin armamento y estaba fuera de combate, monte mi material de guerra a la NPR y como había otro Soldado herido más abajo tocaba irlo a recoger, entonces seguimos en la NPR a recoger al herido, que era el Soldado VASQUEZ ARTEAGA, seguía yo sin armamento, la camioneta retrocedió con el herido y yo me quede abajo, la NPR se devolvió con el herido, él tampoco tenía el fusil ya lo habían cogido no se quien, lo que tome de él fue una canana de M-60 y me la tercie, me quede ahí en ese sector había gente de la otra compañía, que ya estaban retrocediendo para devolvernos ya esperando que terminara el combate adelante, cuando empecé a regresar, llegando a una pasa mire a mano izquierda debajo de un árbol que se encontraba mi Capitán PAEZ BRETÓN hablando con una guerrillera, que se encontraba vestida de policía, no le puse mucha atención, entre por un lado de la casa que dije anteriormente y vi a unos Soldados pescando en un lago, seguí y vi que eran Soldados de las dos compañías que estaban sacando truchas con atarraya, me devolví hasta el corredor de la casa donde había una tina azul plástica que estaba vacía y la tome para echar los pescados, salí a la carretera y seguí subiendo con la tina y los pescados, y aproximadamente a doscientos metros que había avanzado, escuche un rafagazo, voltee a mirar pero no le puse cuidado a ver qué era lo que pasaba, y pensé que de pronto era un registro por parte de nosotros y me quede quieto, porque yo no tenía armamento, y volví a mirar y vi que la gente estaba subiendo normalmente entonces seguí mi marcha con los pescados (…) PREGUNTADO: Sírvase manifestar al Despacho, si la guerrillera que usted manifiesta estaba hablando con el Capitán PAEZ tenía algún tipo de  armamento,   en   caso  afirmativo  de  que clase. CONTESTO: Cuando yo voltee a mirar, estaba vestida con uniforme de la policía, pero armamento no repare que lo tuviera, creo que no. (…) PREGUNTADO: Sírvase manifestar al Despacho, si puede determinar, cuáles eran las condiciones físicas de la mujer uniformada que estaba hablando con el Capitán PAEZ, cuando usted los observó dialogando. CONTESTO: Yo la vi conversando normalmente con mi Capitán PAEZ,  no observé que estuviera amarrada o arrodillada, si no, normalmente como cuando dos personas están hablando. (…) PREGUNTADO: Sírvase manifestar al Despacho, si usted volvió a ver a la mujer que estaba hablando en el Capitán PAEZ, en caso afirmativo, donde, cuando y porque motivo. CONTESTO: La volví a ver, cuando encontramos a mi Mayor CAICEDO que nos iba a encontrare hicimos un pare, desembarcamos, montamos seguridad y mi Mayor se comunicó con el Batallón, entonces fue que la mire en el camión, estaba muerta ya, como ella venía en la NPR no tengo presente el color. (…) PREGUNTADO: Sírvase manifestar al Despacho, si al momento de llegar a la casa, ubicada en cercanías de donde usted observó al Capitán PAEZ hablando con la mujer uniformada, ya había cesado el   combate   o   por   el   contrario   aún   continuaba   el   mismo. CONTESTO: Ya había cesado y estábamos regresando a los camiones.(…) PREGUNTADO:  Sírvase  manifestar al Despacho, cuanto tiempo trascurrió desde el momento en que usted vio por última vez al Capitán PAEZ BRETÓN JOSÉ ANTONIO hablando con  la  mujer uniformada, y el  momento que manifiesta usted escuchó el rafagazo. CONTESTO: Trascurrirían   unos   cinco minutos.”
Diligencia de indagatoria rendida bajo gravedad de juramento por el Sargento Viceprimero JUANARIO PAEZ OBANDO ante el Juzgado 54 de Instrucción Penal Militar: (Fl. 589-595 C. pruebas 3)
 “… el día 30 de marzo de 2004, nos dieron la orden de embarcar en los carros, que porque íbamos a un caza reten hacia el Puracé, donde la guerrilla permanecía  cobrando vacunas,  entonces  mi  Capitán  PAEZ ordenó embarcar el primer gil y yo ordene embarcar en una camioneta mazda, y yo me embarque en la parte de atrás con mis Soldados y mi Capitán PAEZ iba en la parte de adelante, eran como las diez de la noche cuando salimos de aquí, yo iba en el primer carro con el primer gil, el segundo gil iba en otro carro y el tercer gil iba en otro carro y todos de la compañía Aniquilador, y atrás venía la compañía bombardero en otros carros, seguimos el desplazamiento hasta un determinado punto y hizo alto el primer vehículo, me baje del carro y le pregunte a mi Capitán PAEZ que pasó, me dijo voy a reunir (os Comandantes para ver si entramos ya o esperamos, entonces yo le dije a mi Capitán yo creo que es lógico, que esperemos que aclare para entrar al retén, entonces él dijo listo no hay problema, coloque los centinelas de mi gil y yo me acosté a dormir en el camión, como a las cinco y cincuenta o faltando diez para las seis de la mañana del día treinta y uno de marzo de dos mil cuatro, llegó un camión lechero (…) el lechero se quedó y seguimos toda la caravana de los carros en un determinado punto ordenó mi Capitán desembarcar,   comenzamos   el   desplazamiento   a   pie,   como   a   los cincuenta  o  cien  metros  entramos  en  combate,     en  la  carretera, entonces al entrar en combate en la carretera que era barranco de lado y lado, yo con mi gil me salí de la carretera por el lado izquierdo a envolver,  cuando salí a la carretera, ya había pasado la compañía aniquilador   y   parte   de   la   compañía   bombardero   adelante,   seguí avanzando   con   mis   Soldados,   ya   mezclados   entre   aniquilador  y bombardero  y  cuando  me  timbraron  por  el  radio  que  el Soldado BALANTA que era de mi gil, cuando aproximadamente a unos cincuenta o cien metros miraba a mi Soldado BALANTA en el piso, le ordené a mi Soldado ORTIZ que es el que carga la M-60, que la emplazara en el cerro y la disparara hacia el cerro para yo poder pasar con el enfermero qua era el Soldado QUIROGA, llegué al sitio, dejé al enfermero y seguí hacia más adelante, hice un alto, me acosté a la orilla de la carretera de aquí  subiendo  hacia  mano derecha  porque me dolía  el estómago, después seguí andando hasta pasar el puente, me senté al lado derecho de la carretera y mi Soldado POSU MANZANO RAÚL me dijo mi Primero en esa casa hay dos peladas sospechosas, yo fui hasta la casa con el Soldado, entré a la cocina y me coloque a hablar con ellas palabras que me acuerdo les dije, mire muchachas sí ustedes son guerrilleras colabórenme, que yo las ayudo para que pertenezcan al plan de reinserción del Ejército, me dijeron que no, como a mí me seguía doliendo el estómago llame a mi Capitán PAEZ BRETÓN por el radio y me dijo ya le llego PAEZ cuando él llegó lo lleve hasta la cocina y le dije, estas son las dos muchachas, él quedó en la cocina y yo me fui a buscar al enfermero, lo encontré cerca al puente y con el Soldado el enfermero subí hasta la casa nuevamente y me hice donde queda como una tiendita, entonces entramos a la casita esa y el Soldado QUIROGA me dijo mi Primero pele la nalga, entonces escuchamos un disparo y mi Capitán PAEZ estaba enfrente de la carretera hablando con una de las muchachas que estaba en la casa, que era la pequeña, me colocó la inyección QUIROGA y lo llamaron que vaya en pura berraca que había unos Soldados heridos, y el Soldado se fue hacia donde estaban los Soldados heridos, no sé para donde se fue porque yo me quedé en la casita, pequeña, luego de ahí salí y me fui para la parte de atrás o sea yo me fui por el lado derecho de la casa, cuando a los cinco minutos escuche unos disparos, cuando fui a ver por la parte donde sonaron los disparos, la pelada la pequeñita estaba en la carretera muerta, ordenó mi  Capitán  PAEZ ciento  ochenta  que esto se acabó, entonces los Soldados que venían de la parte de adelante todos pasaban por el sitio donde estaba la pelada muerta y yo les dije Soldados consigan un palo, algo para amarrar y al hombro y fui relevando los Soldados, de los que iban llevando al hombro a la muchacha, hasta donde encontramos la NPR que subía, el conductor   dio   media   vuelta,   embarcamos   la muchacha, me embarque en el carro, hasta llegar donde estaban los otros carros, mi Capitán PAEZ me ordenó que embarcara mi gil en el camión, cuando yo estaba embarcando los Soldados y constatando mi personal, escuche unos tiros en la parte de atrás, dieron la orden de arrancar, en el desplazamiento de allá para acá llegamos hasta el Puracé, donde nos encontramos con mi Mayor CAICEDO que iba con las Fuerzas Especiales y nos comentó que estaba muy preocupado por nosotros porque no tenía comunicación con las dos compañías, de ahí si ya nos venimos para acá para el Batallón, eso es todo. PREGUNTADO: Sírvase manifestar al Despacho, como estaban vestidas las muchachas que el Soldado POSU le dijo que le parecían sospechosas cuando usted llegó por primera vez a la casa. CONTESTO: De civil, y lo que más recuerdo es que estaban con botas de caucho, y si mal no estoy una de ellas estaba con un jeans. (…) PREGUNTADO: Sírvase manifestar al Despacho, como estaba vestida la mujer bajita cuando estaba hablando con el Capitán   PAEZ. CONTESTO: Vestida  de   policía. PREGUNTADO: Sírvase manifestar al Despacho, si tiene conocimiento a qué hora se cambió de ropa la mujer bajita y porque motivo. CONTESTO: No tengo conocimiento, ni escuche que alguien dijera que se cambiara de ropa. PREGUNTADO:   Sírvase   manifestar  al   Despacho,   si   cuando  usted observó a la mujer bajita uniformada de policía, hablando con el Capitán  PAEZ, esta tenía algún tipo de armamento. CONTESTO: No tenía nada.(…)PREGUNTADO: Sírvase manifestar al Despacho, cuáles eran las condiciones físicas de la mujer bajita   al  momento   que estaba   hablando   con   el   Capitán   PAEZ. CONTESTO: Cuando yo lo lleve por primer vez a la casa, las dos mujeres estaban de civil y cuando ya estaba hablando con el Capitán PAEZ afuera de la casa al otro lado de la carretera, estaba uniformada de policía, y sus condiciones físicas eran normales, ella simplemente estaba parada frente a él hablando con él.”
Diligencia de indagatoria rendida bajo gravedad de juramento por el Soldado Profesional RAUL POSU MANZANO ante el Juzgado 54 de Instrucción Penal Militar:(Fl. 596-600 C. pruebas 3)
(…) llegando a un puente más adelante se encontraba otra casa, de la cual desde el lado de abajo también nos estaban disparando, entonces pasé el puente corriendo y llegué hasta la casa y miré que cerca a la ventana habían dos muchachas, pero en el otro lado de la casa donde hay un solar ya había un Soldado adentro, luego comenzaron a llegar más Soldados, entonces yo les pregunté a las muchachas que qué hacían, ellas dijeron que estaban cocinando, entonces yo me fui a llamar a mi Primero PAEZ que es el Comandante del gil, y le dije que esas muchachas estaban muy sospechosas, entonces mi Primero PAEZ se acercó a la casa y se quedó hablando con ellas, entonces hicimos la requisa a la casa con más Soldados, la requisa consistió en mirar detalladamente por dentro y por fuera de la casa, y todavía el combate seguía en la parte de adelante, este combate se prolongó hasta las doce y media del día más o menos, cuando ya la tropa empezó a regresar, luego se terminó la requisa y yo me hice hacia la parte del lago y como había pescados, entonces yo les dije a los demás Soldados que en ese lago había pescados y  eso   se llenó de Soldados,  yo  me  regresé  para  la  casa nuevamente y como también habla una moto sin llantas, entonces estuve viendo la moto e incluso me puse a tratar de sacarle el carburador, y me demoré más de diez minutos en ello porque yo no tenía herramientas, entonces utilicé mi navaja para dejarla inutilizada para que los bandidos no la utilizaran, en la parte del fondo había un poco de tinas metálicas y plásticas, yo desde  el momento que le informé a mi  Primero PAEZ de las dos muchachas, yo durante toda esa actividad que realicé no volví a ver más a las muchachas, sino cuando me regresaba hacia el lago para pescar y donde estaba el Soldado CHUCHO ORTIZ pescando con una atarraya, entonces fue cuando vi al frente de la casa o sea al otro lado de la carretera, a mi Capitán PAEZ-BRETÓN hablando con una de las muchachas, yo los mire y proseguí a pescar, cuando estaba pescando al ratico escuchó un disparo, lo escuché hacia el frente de la casa, no le prestó atención porque ahí había harto Soldado y como nadie se mosquio no le puse cuidado, luego más o menos como a los cinco minutos volví a escuchar pero esta vez varios disparos, y con los otros Soldados seguí pescando y tampoco nos mosquiamos porque los disparos eran cerca y como cuatro disparos y había arto (sic) Soldados por esos lados y pensé que alguien estaba probando el fusil o haciendo un registro, por esto no reaccionamos, entonces escuché la bola que nos iban a hostigar nuevamente, entonces mi Capitán PAEZ ordenó ciento ochenta que es echar hacia atrás, hacia donde estaban los carros y los heridos, entonces yo me regresó junto con el resto de personal, eso fue todo. (…) a mí no me consta de que se haya dado de baja tres guerrilleros, lo que a mi si me consta es, que cuando mi Capitán PAEZ dijo ciento ochenta y yo salí del lago a la carretera vi a la muchacha muerta en la carretera y era la misma que estaba hablando con mi Capitán PAEZ y estaba vestida de policía, después de eso yo me subí hacia los camiones porque todos estaban subiendo, ya, pero antes de llegar a donde estaban los camiones entré nuevamente a la primera casa a hacer un registro, y mientras yo estaba haciendo el registro subió el Kodiac rojo, entonces ordenan embarcar, yo embarco en el Kodiac rojo yo ahí fue que vi al otro guerrillero muerto vestido de policía, que lo había encontrado la compañía B y ahí en ese mismo carro ya iba la muchacha vestida de policía que había visto en la carretera, ya estábamos embarcados cuando se escucharon unos disparos hacia la parte de atrás de los carros donde estábamos embarcados, entonces ahí ya arranco la caravana, entonces llegando a Puracé venía siguiendo mí Mayor CAICEDO con las Fuerzas Especiales, él estaba hablando por el 7.30, de ahí más de uno se desembarcó y yo también lo hice, y cuando me hice a hacia la parte de atrás hacia la NPR no me acuerdo el color, vi la otra pelada ya muerta vestida en camuflado dentro de la NPR, ya embarcamos y nos vinimos hacia  Popayán.  PREGUNTADO: Sírvase manifestar al Despacho, como estaban vestidas las muchachas que usted vio en la casa y que le parecieron sospechosas. CONTESTO: Estaban de civil, una tenía como una blusa blanca y la otra no recuerdo, pero estaban de civil, todas dos estaban con pantalón y botas de caucho. (…)PREGUNTADO: Sírvase manifestar al Despacho, si tiene conocimiento a qué hora se cambiaron de ropa las mujeres y porque motivo. CONTESTO: No porque cuando yo llamo a mi Primero PAEZ y él se quedó hablando con ellas, y cuando ya la miro desde el lago hablando con mi Capitán PAEZ estaba vestida de policía y la otra la vi fue uniformada ya muerta en el camión. PREGUNTADO: Sírvase manifestar al Despacho, si cuando usted, observó a la mujer uniformada de policía, hablando  con  el  Capitán   PAEZ,   esta  tenía  algún tipo de armamento CONTESTO: Yo no le vi ningún tipo de armamento. 

Obra en el expediente sentencia emitida el 15 de noviembre de 2011, por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Popayán, en la que se dispuso emitir una condena anticipada en contra del señor José Antonio Páez Bretón, “como coautor material del delito de Homicidio en Persona Protegida de MARTHA CECILIA INCHIMA CALAMBAS y de determinador del Homicidio en Persona Protegida de NANCY INCHIMA CALAMBAS”,  bajo las siguientes consideraciones: (Fl. 2490-2537 C. Pruebas 13)
“Finalmente tenemos los descargos que hace el encartado JOSÉ PÁEZ BRETÓN, quien tanto en la diligencia de indagatoria rendida ante la Fiscalía de Derechos Humanos37 como en el interrogatorio que rinde en la audiencia pública, sostiene la versión que presentó en el informe que envió a los mandos militares y al Juzgado de Instrucción Penal Militar que conoció inicialmente del proceso, esto es diciendo que las hermanas INCHIMA CALAMBÁS fueron dadas de baja en combates entre la fuerza pública e insurgentes de las FARC, que se produjeron el 31 de marzo del 2004 en la zona rural del municipio de Puracé Cauca y niega cualquier participación suya en el homicidio de las mismas. Sin embargo en el curso de la vista pública interviene para manifestar su deseo de someterse a sentencia anticipada, aceptando los cargos que en la misma diligencia le formuló el Juzgado por los delitos que le endilgó la Fiscalía Delegada adscrita a la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario.
3. Conclusión.

Bajo este panorama judicial, llevando la secuencia del reprochable hecho; tenemos que todos los elementos de convicción jurídicamente admisibles y valorados mediante la sana crítica probatoria, nos permiten establecer el compromiso delictivo que le asiste al incriminado y que justifican plenamente la formulación de un juicio de imputabilidad criminosa, tanto más si él mismo ha aceptado ser el responsable de la acción delictiva. En efecto, el conjunto testimonial antes citado, se torna veraz, circunstanciado y armónico, siendo un medio de prueba fundamental para determinar la responsabilidad del procesado en el injusto, máxime que su mérito probatorio se complementa con la confrontación con las otras probanzas de tipo técnico y documental que aparecen en el plenario y que poseen también su propia aptitud o fuerza probatoria, emergiendo así con meridiana claridad los elementos tanto objetivos como subjetivos del típico investigado.

Entonces, resulta imperativo dictar un fallo de condena, pues la aceptación de la responsabilidad penal por parte del acriminado PÁEZ BRETÓN, respecto a los cargos que le fueron impuestos en el acta respectiva, se encuentra plenamente sustentada en las pruebas recogidas y que, en consecuencia, llevan al convencimiento pleno de que éste es responsable del título delictivo por el cual solícita su propia condena, ya que es evidente que fue uno de los que disparó en contra de MARTHA CECILIA INCHIMA y determinó a soldados a su cargo para que dispararan en contra de NANCY INCHIMA CALAMBAS

Tenemos igualmente que, si bien es cierto que el procesado, en su calidad de Teniente o Capitán del Ejército Nacional, ese día se encontraba comandando una operación militar antisubversiva, también  está comprobado  que las  hermanas  MARTHA  CECILIA  y NANCY INCHIMA CALAMBAS eran integrantes de la población civil o al menos si tenían alguna vinculación o prestaban colaboración al grupo sedicioso, hecho que no fue demostrado, ese día no participaban de los combates- que se encontraban en su residencia dedicadas a labores propias del hogar y del campo, de donde fueron sacadas y obligadas a vestir prendas militares, para luego ser ejecutadas sumariamente y a sangre fría, razón por la cual su proceder no puede ser considerado como un acto del servicio, por el contrario, se estableció que simplemente ejerció el mando que tenía en ese momento para, sin consideración humanitaria alguna, disponer de la vida de las mencionadas hermanas, asesinando directamente a una de ellas y dando la orden para que sus subalternos mataran a la otra.

(…)

En este orden de ideas, a PÁEZ BRETÓN le asiste el juicio de reproche por transgredir el ordenamiento jurídico; encontrándose que de manera voluntaria optó por la consecución del hecho punible endilgado, relevándolo de cualquier causal eximente de responsabilidad.

Por consiguiente, no existiendo en absoluto ninguna duda o ilación concreta que derrumbe la prueba de cargo ya analizada, necesario resulta que este Despacho admita la solicitud de sentencia anticipada y la aceptación que de los cargos formulados hizo el procesado de autos, debiendo emitir, insistimos, una sentencia adversa en contra de sus intereses, por el punible de Homicidio en Persona Protegida.” (Negrillas fuera de texto)
De las pruebas obrantes en el expediente antes referida, infiere la Sala al igual que el A quo, que efectivamente las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas, murieron en hechos ocurridos el día 31 de marzo de 2004 en el Municipio de Puracé, Corregimiento Santa Leticia,  a causa de unas heridas proporcionadas por miembros del Ejército Nacional, quienes accionaron contra la vida de las mencionadas, sus armas de dotación oficial. 
En el presente caso se encuentra demostrado que el Comandante Paez Betron, quien se encontraba al mando de la compañía “aniquilador” del Batallón de Contraguerrillas No. 37 “Macheteros del Cauca” en la ejecución de una operación militar antisubversiva, aceptó dentro proceso penal adelantado en su contra, la comisión del delito de homicidio en calidad de coautor material y determinante, en contra  de la vida de las personas protegidas, las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas, sometiéndose a sentencia condenatoria anticipada, desmintiendo con ello, los informes elevados por él mismo, referentes a que las mencionadas murieron con lugar al enfrentamiento por ellas iniciado como parte integrante de grupos al margen de la ley, pues por el contrario, con la aceptación de los cargos del militar, se logra establecer en la instancia penal, que las víctimas eran integrantes de la población civil, ajenas a los combates, y que fueron “sacadas y obligadas a vestir prendas militares, para luego ser ejecutadas sumariamente y a sangre fría”.
De este modo, el proceso penal arroja indicios claros de que la muerte de las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas no se produjo en combate con miembros de la fuerza pública sino que se trató de una ejecución extrajudicial perpetrada por integrantes del Ejército Nacional, quienes terminaron con la vida de las mencionadas en total estado de indefensión, disponiendo de un conjunto de elementos (uniformes, armas, municiones, equipos de campaña) para simular un combate y justificar su muerte, presentándolas fraudulentamente como guerrilleras muertas en combate.   
Ahora, en cuanto a la imputabilidad del daño por el actuar de los agentes estatales, es preciso indicar que la jurisprudencia del Consejo de Estado ha señalado que las actuaciones de los funcionarios sólo comprometen el patrimonio de las entidades públicas cuando las mismas tienen algún nexo o vínculo con el servicio público. La simple calidad de funcionario público que ostente el autor del hecho no vincula necesariamente al Estado, pues dicho funcionario puede actuar dentro de su ámbito privado separado por completo de toda actividad pública. En este sentido, la Corporación ha indicado:
“Se tiene así que para que la conducta causante del daño, desplegada por un agente estatal, tenga vínculo con el servicio, se requiere que ésta se presente externamente como expresión o consecuencia del funcionamiento del servicio público. Al respecto, dijo la Sala
:  
(…) no cualquier actuación dañosa de los funcionarios o agentes administrativos conlleva imputación de responsabilidad a la Administración de quien dependen o en la que están encuadrados. Se requiere en todo caso para que opere el mecanismo de atribución a la Administración del deber de reparar un daño patrimonial, que la actuación lesiva de la persona autora material de éste pueda calificarse como propia del “funcionamiento de los servicios públicos”. Es decir que la conducta del agente de la Administración productora del evento dañoso suponga una manifestación del desempeño o ejercicio del cargo público, presentándose externamente entonces el resultado lesivo como expresión o consecuencia del funcionamiento del servicio público. “Por tanto, la Administración no responde de los daños causados por la actividad estrictamente privada de sus funcionarios y agentes, es decir, la llevada a cabo absolutamente al margen de las funciones del cargo público; en una palabra, la realizada fuera del servicio público. En definitiva, el fenómeno jurídico de imputación de responsabilidad civil a la administración no se produce ‘en aquellos supuestos de daños resarcibles en los que el funcionario se presenta frente al sujeto dañado en su calidad de persona privada, desprovisto, por tanto, de toda cualificación jurídico-pública”
.

31. Como se observa, para que surja responsabilidad a cargo de las entidades, no es suficiente con evidenciar que el daño ha sido causado por un agente de la administración, o con la utilización de algún elemento de los que usan los organismos del Estado para el desempeño de sus funciones, sino que además es necesario demostrar que las actividades del agente estuvieron relacionadas con el servicio, labor en la cual habrá de observarse, en cada caso concreto, si el agente estatal actuó prevalido de su función administrativa, lo cual se determina, a su vez, evaluando si el daño ocurrió en horas en que se prestaba o debía prestarse el servicio, o si devino con ocasión del mismo, y/o si acaeció en el lugar donde éste se prestaba. Igualmente, debe estudiarse si el agente actuó –u omitió actuar -  impulsado por el cumplimiento del servicio bajo su responsabilidad, y si el particular percibió la encarnación del servicio público en el agente estatal directamente generador del daño
”
Para el caso concreto, el análisis de las circunstancias de tiempo, modo y lugar que rodearon la muerte de las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas, permite concluir que el daño no tuvo origen en el ámbito privado y personal de sus agentes ni que estuvo aislado por completo de la prestación servicio, toda vez que se configuró en desarrollo de la  operación militar No.0260/BR-3-COCO3-B3-375, planeada y ejecutada por miembros activos del Ejército Nacional, que actuaron revestidos de esta condición, con la intención de mostrar resultados positivos en el ejercicio de sus actividades. 

Pues bien, en un caso similar al aquí planteado, el Consejo de Estado advirtió: “el que la conducta desplegada por los integrantes de la compañía “C” del batallón de contraguerrillas n.º 40 constituya una grave violación de los derechos humanos y, por tal motivo, no pueda considerarse bajo ningún punto de vista como un acto cometido “durante o con ocasión del servicio”, tiene relevancia para efectos de fijar los límites competenciales de la justicia penal militar para el juzgamiento de la responsabilidad penal individual de los militares comprometidos en el hecho
, pero no para establecer la responsabilidad patrimonial del Estado por el defectuoso y desviado ejercicio de sus funciones pues, se reitera, lo importante para estos efectos es que el agente actúe frente a la víctima prevalido de su condición de autoridad pública.

En este orden, para el caso concreto concluye la Sala, que el Ejército Nacional es responsable de los daños causados a los demandantes, puesto que se acreditó que la muerte de las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas fue causada por miembros activos de Ejército Nacional, quienes les quitaron la vida en total estado de indefensión y posteriormente, trasladaron su cadáver hasta el batallón de la ciudad de Popayán, donde las presentaron como guerrilleras muertas en combate, obteniendo con ello una serie de privilegios institucionales, entre ellos permiso de 10 días.
La Sala rechaza los argumentos presentados por la entidad demandada en el recurso de apelación, pues si bien en la sentencia anticipada condenatoria se aceptó por el militar que incurrió en el delito de homicidio en personas protegidas al ejecutar de manera arbitraria y en total estado de indefensión a las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas, lo cierto es que dicha situación por sí sola, no implica la exoneración de responsabilidad de la entidad demandada, puesto que no puede la Sala desconocer, que las actuaciones desplegadas por los militares, se desarrollaron bajo la orden de operaciones proveniente del mismo Ejército Nacional, siendo así que, valiéndose de su condición de autoridad pública militar -en calidad de agentes estatales-, los soldados interceptaron la casa de habitación de los demandantes, sacaron de la misma a las hermanas Inchima Calambas obligándolas a vestir prendas de uso privativo, y finalmente les quitaron la vida en total estado de indefensión con sus armas de dotación oficial, para luego, ser presentadas ante la entidad como guerrilleras dadas en baja en combate, a fin de mostrar resultados positivos, obteniendo con ello incluso, beneficios institucionales, como lo es el permiso por 10 días, que refieren los militares en las declaraciones, les fue concedido.
En consecuencia, comparte la Sala, la decisión adoptada por el A quo, respecto a que la Nación-Ministerio de Defensa Nacional - Ejército Nacional es responsable de los daños causados a los demandantes, en consecuencia dicha decisión será confirmada en la presente providencia.

6. Los perjuicios demostrados y el monto de la indemnización
Teniendo en cuenta los aspectos objeto de apelación, pasa la Sala a analizar la legitimación para reclamar de los demandantes a quienes el A quo negó la respectiva condena y la demostración del perjuicio.
Respecto a los perjuicios causados a los demandantes por el daño antijurídico ocasionado por la entidad demandada, consistente en la muerte de las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas, obran en el presente asunto las declaraciones rendidas por los señores Elvio Chilma Levaza y Julian Huila Chantre, quienes en la respectiva diligencia manifestaron:
· Declaración rendida por el señor Elvio Chilma Levaza (Fl. 126-128 C. pruebas 1)
“PREGUNTADO AL PUNTO 1: Sírvase manifestar al despacho si Usted conoció de vista, trato y comunicación a las jóvenes MARTHA CECILIA INCHIMA CÁLAME AS y NANCY INCHIMA CÁLAME AS, en caso positivo, desde cuánto tiempo y por qué?- CONTESTO: Si conocí a MARTHA CECILIA INCHIMA CALAMBAS y NANCY INCHIMA CALAMBAS, ellas dos eran hermanas, las conocí desde hace unos quince años, desde que estaban muy pequeñitas, las conocí en la Vereda de San Antonio, de Santa Leticia-municipio de Puracé, las conocí debido a que yo arrimaba a tomar agua panela y café constantemente, unas dos o tres veces en la semana, porque la familia de ellas tenía restaurante y cafetería donde los viajeros nos deteníamos a comer o tomar algún alimento, y desde ése tiempo somos amigos con ellas y la familia de ellas, hicimos buena amistad, tanto, que ellos mandaban encomiendas para Popayán con migo y de Popayán también yo les llevaba a ellos, a la familia. INTERROGADO AL PUNTO 2o.- Sírvase manifestar al Despacho, si le consta con quién o quiénes vivían las jóvenes MARTHA CECILIA INCHIMA CALAMBAS y NANCY INCHIMA CALAMBAS, en su casa de habitación, en el momento de su fallecimiento. De la misma manera, cuáles fueron las circunstancias de su muerte? CONTESTO: Vivian con el papá CLODOMIRO INCHIMA y con la mamá, que ya falleció, que se llamaba CECILIA CALAMBAS GOLONDRINO y con JAIRO INCHIMA CAL AMBAS, hermano menor de ellas, aun cuando permanentemente iban los otros hermanos que responden a los nombres de LUIS ÁNGEL, ARTEMIO, ALFONSO, LAURA, ROSA, GUILLERMO, PEDRO, PASTORA, la abuelita y el tío CIPRIAN, de las finadas, permanentemente estaban en la casa de ellas y ellas iban a visitar a éstos dos últimos permanentemente porque eran muy unidos, se querían demasiado. (…) Doña CECILIA CALÁMBAS GOLONDRINO, madre de ellas, estaba muy enferma, cuando a ellas las asesinaron, pero por el dolor de la muerte de sus hijas, a los seis meses se murió, porque ya perdió sus ánimos, a toda hora vivía llorosa, se le aceleró más su enfermedad y eso la agravó más. Don CLODOMIRO vive como un ente, ése señor, tampoco ha podido recuperarse, tanto que ahora lidian con él JAIRO y ALFONSO, que se vino a vivir del todo a la casa de San Antonio, porque don CLODOMIRO hasta el ánimo para trabajar perdió. Para los días que siguieron a la muerte de las muchachas, todos los hermanos vinieron a San Antonio, para el entierro los vi que lloraban demasiado, se quedaron unos en la casa de San Antonio, otros donde la abuelita doña MARÍA GOLONDRINO y CIPRIAN, estos últimos también estaban muy partidos por el dolor, se quedaron mucho tiempo y yo siempre los veía muy tristes a todos, imagínese Usted, señor Juez, si a uno le matan dos familiares de una, cuál es el dolor que se puede padecer, más cuando toda ésa familia, como ya lo dije, es muy unida en las buenas y en la malas. INTERROGADO AL PUNTO 4°- Sabe Usted y le consta a qué actividad laboral se dedicaban las jóvenes MARTHA CECILIA INCHIMA CALÁMBAS y NANCY INCHIMA CALÁMBAS y con quién compartían esa labor y sus ingresos?- CONTESTO : Como ya lo dije, agricultura, ganadería, cuidado de peces, gallinas, y restaurante y eso lo compartían con el papá, la mamá, sobre todo con el hermano JAIRO, que era el menor de edad y le ayudaban mucho a la abuelita doña MARÍA GOLONDRINO. (…) INTERROGADO AL PUNTO 80.- Si conoce cuál fue la situación personal que debieron afrontar los padres de las asesinadas y su hermano menor, después de los luctuosos hechos?-CONTESTO : JAIRO vino a la personería de Coconuco, con su tío CIPRIAN, los llevaron a la defensoría del pueblo a Popayán, y ahí creo que les dieron protección, el papá y la mamá durante largos días se fueron de San Antonio para Popayán y a Santa Leticia porque les daba miedo que de pronto fueran a matar a JAIRO por ser testigo presencial de los asesinatos; después volvieron a instalarse en San Antonio, pero con mucho miedo y angustia, eso es todo lo que sé.”
· Declaración rendida por la señora Julián Huila Chantre (Fl. 130-132 C. pruebas 1)
PREGUNTADO AL PUNTO 1º.- : Sírvase manifestar al despacho si Usted conoció de vista, trato y comunicación a las jóvenes MARTHA CECILIA INCHIMA CAL AMBAS y NANCY INCHIMA CAL AMBAS, en caso positivo, desde cuánto tiempo y por qué?- CONTESTO: Sí conocí a las jóvenes MARTHA CECILIA INCHIMÁ CÁLÁMBÁS y NANCY INCHIMA CALÁMBAS, ellas dos eran hermanas, las conocí casi desde el vientre de la mamá, en la Vereda de San Antonio, de Santa Leticia-municipio de Puracé, las conocí debido a que yo trabajo como jornalero a veces en la finquita de los INCHIMA, y cuando vivían las muchachas yo subía a comprar truchas, huevos, a comer en el restaurante de ellas a tomar agua panela  y café somos amigos con la familia y también lógicamente con ellas cuando vivían. INTERROGADO AL PUNTO 2o.- Sírvase manifestar al Despacho, si le consta con quién o quiénes vivían las jóvenes MARTHA CECILIA INCHIMA CAL AMBAS y NANCY INCHIMA CAL AMBAS, en su casa de habitación, en el momento de su fallecimiento. De la misma manera, cuáles fueron las circunstancias de su muerte?- CONTESTO : Vivían con el papá CLODOMIRO INCHIMA y con la mamá, que ya falleció, que se llamaba CECILIA CAL AMBAS GOLONDRINO y con JAIRO INCHIMA CAL AMBAS, hermano menor de ellas. .A ellas las mataron el 31 de marzo de 2004 las mató el ejército, las sacó de la casa de ellas , les pusieron uniformes de policía y ejército y las mataron de la manera más ruin y cobarde, porque ellas lo que hacían era servirnos a todos los de la comunidad y con franqueza lo digo, ellas eran gente de la población civil ajena a conflicto armado y las mataron diciendo que eran las guerrilleras cuando lo único que tenían era su fuerza de trabajo para vivir y nunca le hicieron mal a nadie.  INTERROGADO AL PUNTO 3o- Sabe Usted y le consta cuál fue el sufrimiento, pesar o impacto emocional que les causó a sus familiares la muerte de las jóvenes MARTHÁ CECILIA INCHIMA CAL AMBAS y NANCY INCHIMA CALAMBAS?- CONTESTO: Doña CECILIA CALAMBAS GOLONDRINO, murió por el dolor de la muerte de sus hijas, a los ocho meses más o menos murió, ella vivía muy triste y con la muerte de sus hijas se acabo. Don CLODOMIRO vive muy mal, está enfermo y sin esperanzas. JAIRO sigue viviendo ahí, ya un poco más repuesto del terror que le causó el asesinato de sus hermanas. Para los días que siguieron a la muerte de las muchachas, todos los hermanos vinieron a San Antonio, para el entierro los vi que rompían sus vestiduras, lloraban inconsolados porque entre todos ellos se querían mucho, eran y son muy unidos. Doña María Golondrino, abuelita de ellas y Ciprian el tío que ayudó a criarlas también los vi que lloraban mucho. INTERROGADO AL PUNTO 4o-Sabe Usted y le consta a qué actividad laboral se dedicaban las jóvenes MARTHA CECILIA INCHIMA CALAMBAS y NANCY INCHIMA CALAMBAS y con quién compartían esa labor y sus ingresos? CONTESTO: Ellas trabajaban la agricultura cuidaban y ordeñaban vacas, tenían un lago para criar truchas, las cuales vendían a los viajeros y a quienes ahí iban, tenían gallinas ponedoras, las cuales también vendían, tenían restaurante y eso lo compartían con el papá, la mamá, con JAIRO, con el resto de hermanos, con la abuelita MARÍA GOLONDRINO. (…) INTERROGADO AL PUNTO 8o.- Si conoce cuál fue la situación personal que debieron afrontar los padres de las asesinadas y su hermano menor, después de los luctuosos hechos?-CONTESTO: Esas gentes se desplazaron en un comienzo, todas aterrorizadas. Sin embargo ahí llegaron los hermanos de las muertes que como arriba lo dije lloraban sin cesar, ellos moralmente estaban destrozados para los días que siguieron a las honras fúnebres, los abatidos en su espíritu como hermanos son: LUÍS, LAURA PASTORA, ROSA ELVIRA, PEDRO, GUILLERMO, ARTEMIO, ALFONSO.“
6.1 La legitimación en la causa 

- En cuanto a la indemnización reconocida por el A quo, a favor del señor Luis Alexander Inchima Calambas, se opone la entidad demandada bajo el argumento que éste no acreditó el parentesco con las víctimas de los hechos ocurridos el 31 de marzo de 2004, en tanto el registro civil de nacimiento allegado al expediente obra en copia simple.

En este punto, habrá de decir la Sala que si bien, no se allegó al proceso el registro civil de nacimiento en copia auténtica, siendo el documento idóneo para demostrar el parentesco con las víctimas conforme la exigencia legal del Decreto 1260 de 1970 y el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, no se puede desconocer que de las demás pruebas obrantes en el expediente y especialmente en el proceso penal, aparece acreditado que el señor Luis Alexander Inchima Calambas, fue precisamente quien instauró la denuncia ante la Unidad de Reacción Inmediata de la Fiscalía General de la Nación, el día 1º de abril de 2004, la cual dio inicio al proceso penal y puso en evidencia el actuar delictivo de los miembros del Ejército Nacional, cuyo cometido fue aceptado por el militar coautor material y determinante del delito de homicidio en persona protegida, por tanto, es clara la calidad de afectado del demandante con el daño. Situación que igualmente se encuentra acreditada con las declaraciones rendidas dentro del presente asunto por los señores Elvio Chilma Levaza y Julián Huila Chantre, quienes refieren que el señor Luis Alexander Inchima Calambas se vio afectado no sólo con la muerte de sus hermanas, sino con el hecho de ser testigo presencial de los hechos, puesto que esto lo obligó a desplazarse junto con sus padres, a sitios diferentes de su residencia, dado el temor a las represalias que se pudieran tomar en su contra por la grave denuncia presentada.
- En cuanto al reconocimiento de perjuicios a los señores Cecilia Calambas Golondrino, María Waldina Calambas Golondrino, Ciprian Golondrino y Rosa Elvira Calambas Golondrino, en su calidad de familiares de la víctimas, y a quienes el A quo omitió reconocer indemnización alguna, se observa que la señora Cecilia Calambas Golondrino, madre de las víctimas, murió el día 18 de enero de 2005, según consta en el registro civil de defunción (Fl.12C. Ppal 1), es decir antes de ser presentada la demanda (30 de marzo de 2006). Al respecto, el Consejo de Estado ha indicado quela muerte del mandante da por terminado el mandato judicial y, por lo tanto, el abogado debe cesar en sus funciones, salvo en aquellos casos en que el proceso se encuentra en curso (ya se ha presentado la demanda); es decir, que si éste muere sin que se hubiera presentado la demanda, el apoderado judicial debe abstenerse de hacerlo, como quiera que con la muerte del primero se termina el contrato y, por consiguiente, no tiene representación para actuar en nombre del fallecido
. En razón a lo expuesto, comparte la Sala la negativa del A quo de reconocer indemnización alguna a favor de la demandante. 
La señora Rosa Elvira Calambas Golondrino, quien manifiesta actuar en calidad de hermana de las víctimas, se observa que efectivamente el A quo, indicó que su parentesco se encontraba acreditado con el registro civil de nacimiento obrante a folio 18 del cuaderno principal 1, no obstante omitió incluir a la mencionada en el reconocimiento de las indemnizaciones. Pues bien, encuentra la Sala, que a pesar de no contar con el documento idóneo que acredite el parentesco de la señora Calambas Golondrino con las víctimas de la ejecución extrajudicial, en las declaraciones rendidas por los señores Elvio Chilma Levaza y Julián Huila Chantre, quienes manifiestan residir en el Municipio de Puracé, y conocer a la familia de las señoras Martha Cecilia Y Nancy Inchima Calambas, es reconocida como la hermana de éstas, advirtiéndose de todos modos el dolor que sufrió con la pérdida de las mismas, por tal, considera la Sala que la señora Rosa Elvira se encuentra legitimada en la causa material por activa y en consecuencia tiene derecho a reclamar los perjuicios causados.
Respecto a los señores Ciprian Golondrino y María Waldina Golondrino, quienes manifiestan actuar en calidad de tío y abuela de las víctimas, no obra en el expediente, documento idóneo que acredite dicho parentesco, no obstante, contrario a lo considerado por el A quo, encuentra la Sala que de las declaraciones rendidas dentro del presente asunto por los señores Elvio Chilma Levaza y Julián Huila Chantre, se logra inferir la existencia del vínculo familiar que los unía, y por tal el dolor y la congoja que estos sufrieron con lugar a la muerte de las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas.
Pues bien, en las declaraciones previamente citadas en esta providencia, se indica que entre estos, existía un gran cariño, y que al momento de la muerte de las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas, lo declarantes como residente del Municipio de Puracé y cercanos a la familia, pudieron percibir el dolor sufrido por los mismos. En consecuencia, encuentra la Sala que estos demandantes, también se encuentran legitimados en causa para reclamar perjuicios.
6.2 De los perjuicios

Teniendo en cuenta que los apelantes presentan inconformidad frente a la condena emitida en la sentencia de primera instancia, es necesario distinguir entre perjuicios materiales e inmateriales.

PERJUICIOS INMATERIALES

- Daño moral
- La parte demandada apela la sentencia de primera instancia argumentando que en el plenario no existe prueba alguna que acredite la causación de perjuicios morales a favor de los demandantes; por su parte, el demandante considera que el A quo, dispuso una reparación parcial y no integral, al no tener en cuenta la doble agresión a bienes jurídicamente tutelados en tanto fueron dos hermanas quienes resultaron muertas.

En relación con el perjuicio moral ha reiterado el Consejo de Estado que la indemnización que se reconoce a quienes sufran un daño antijurídico tiene una función básicamente satisfactoria y no reparatoria del daño causado y que los medios de prueba que para el efecto se alleguen al proceso pueden demostrar su existencia pero no una medida patrimonial exacta frente al dolor, por lo tanto, corresponde al juez tasar discrecionalmente la cuantía de su reparación, teniendo en cuenta la gravedad del daño causado al demandante. La magnitud del dolor puede ser apreciada por sus manifestaciones externas y por esto se admite para su demostración cualquier tipo de prueba
. 

De acuerdo con el criterio que adoptado inicialmente por la jurisprudencia del Consejo de Estado,  a partir de la sentencia de 6 de septiembre de 2001
, el padecimiento de un perjuicio moral en su mayor grado, como cuando se demanda indemnización por la muerte de un familiar
, debía ser indemnizado con una suma equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes. No obstante, con posterioridad han existido eventos en los que se han convenido igual indemnización aun cuando no tiene ocurrencia la muerte del directo afectado
, o inclusive indemnizaciones superiores a aquél umbral cuando, por ejemplo, el hecho involucra graves violaciones a los derechos humanos
, o en casos de privaciones injustas de la libertad en razón a las circunstancias en las que la mismas se cumple o considerando su prolongación por un largo periodo de tiempo
.

Ahora, en cuanto a la acreditación de los perjuicios morales, los cuales alega la demandada que no fueron acreditados en el presente asunto, es preciso citar la sentencia del 30 de junio de 2011, del Consejo de Estado en la que se consideró:

“13. Cuando ha tratado el tema de la prueba de la existencia de los perjuicios morales en los parientes del afectado, esta Corporación ha considerado que el hecho de que esté acreditado el parentesco representa un indicio para la configuración de ese daño en los parientes hasta el segundo grado de consanguinidad8 y primero civil, esto es, respecto de los padres, hermanos, abuelos e hijos del afectado y de su cónyuge o compañera permanente9.

13.1. Las razones que sustentan el paso del hecho indicador del parentesco, a la circunstancia de que el daño causado a una persona afecta moralmente a sus parientes, se fundamentan en que: a) la experiencia humana y las relaciones sociales enseñan que entre los parientes existen vínculos de afecto y ayuda mutua y b) las relaciones familiares se basan en la igualdad de derechos y deberes de la pareja y en el respeto recíproco entre todos sus integrantes (artículo 42 de la C.P.). De esta manera, la pérdida o enfermedad de uno de los parientes causa un grave dolor a los demás.

13.2. Lo anterior no obsta, para que en los eventos en que no esté acreditado el parentesco se pruebe el dolor moral de estos parientes en calidad de damnificados10, mediante el uso de los diversos medios de prueba que dispone el C.P.C de los cuales se pueda inferir el daño moral sufrido.”

Por lo anterior, y considerando además, que las reglas de la experiencia permiten afirmar que los demandantes sufrieron pena, aflicción y dolor a causa del homicidio en total estado de indefensión del cual fueron víctima sus familiares, la Sala dispondrá el incremento del reconocimiento de la indemnización de perjuicios morales a cada uno de los demandantes, quienes se encuentran legitimados para reclamar la reparación de perjuicios causados, pues se advierte que en el caso sub judice, el daño fue producto de una grave violación a derechos humanos, esto es, la ejecución extrajudicial de dos miembros de un mismo núcleo familiar en un hecho en el que participó la Fuerza Pública
.
Pues bien, atendiendo a las circunstancias especiales que evidencian la intensidad del daño moral, encuentra la Sala que en el presente asunto, el perjuicio sufrido por los demandantes en calidad de familiares de las víctimas se causó en mayor grado, toda vez que éstos debieron sufrir el homicidio de las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas, las cuales fueron objeto de actos ilegales por parte agentes investidos de autoridad, quienes aprovechándose de su calidad, perpetraron la vida de las mencionadas en total estado de indefensión, desconociendo con ello, las obligaciones constitucionales y legales impuestas a las autoridades, tales como proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes y demás derechos y libertades, y asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado. Por el contrario en el presente asunto, se acreditó que los militares vulneraron derechos fundamentales y humanos, como lo es la vida, derecho que no sólo se encuentra protegido en el ámbito interno por la Constitución Política, sino también, por parte de organismos internacionales en virtud de la Convención Americana de Derechos Humanos, de la cual Colombia es parte integrante.
 Y es preciso advertir, que tanto el Consejo de Estado como la Comisión Interamericana, han declarado responsable al Estado Colombiano por las ejecuciones extrajudiciales efectuadas por parte de miembros del Ejército Nacional, al considerar inadmisibles dichas actuaciones
.

El Consejo de Estado ha sido reiterativo al indicar que aquellas situaciones en las que el daño se deriva de una conducta punible, el juez de la reparación no puede ser indiferente, en tanto se trata de una abierta vulneración de derechos humanos, que debe ser resarcida de manera proporcional a la gravedad del daño, situación que no resulta ajena a los reprochables hechos objeto de análisis en esta providencia.
Tampoco puede desconocer la Sala, tal como lo alega el demandante, que con lugar a los hechos ocurridos el día 31 de marzo de 2004 en el Municipio de Puracé, en donde miembros del Ejército Nacional ejecutaron una operación militar, el núcleo familiar constituido por los demandantes se vio afectado en doble medida, en tanto fueron dos miembros de la familia que perdieron la vida con lugar a la ejecución arbitraria extrajudicial efectuada por los miembros militares, en circunstancias de total indefensión, situación que sin lugar a dudas evidencia una afectación en mayor intensidad, que amerita una indemnización superior, teniendo en cuenta que tanto la señora Martha Cecilia como Nancy Inchima Calambas, según se desprende de las declaraciones, guardaban un vínculo fuerte de familiaridad con cada uno de los demandantes, caracterizado por el apoyo mutuo y el cariño que se tenían.
Por su parte, encuentra la Sala al igual que el A quo, que el daño antijurídico sufrido por los demandantes, causó una mayor afectación moral al señor Luis Alexander Inchima Calambas, quien en calidad de hermano de las víctimas, presenció los hechos objeto de demanda, viendo como miembros del Ejército Militar, valiéndose de su calidad de agentes del Estado, interceptaban sin fundamento alguno su casa de habitación y ultimaban la vida de sus hermanas en total estado de indefensión, manipulando las circunstancias a efectos de hacer creer que eran insurgentes abatidas en combate, con quienes se acreditó existían un vínculo familiar que los unía. 
Igualmente se acreditó dentro del presente asunto, que el menor Luis Alexander Inchima Calambas como testigo presencial, procedió a interponer la respectiva denuncia ante la Fiscalía General de la Nación en la ciudad de Popayán, dando lugar a las  investigaciones penales en contra de los militares involucrados en los hechos, proceso que finalmente terminó con sentencia condenatoria por el homicidio en personas protegidas de las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas, situación por la cual, según se extrae de las declaraciones rendidas por los señores Elvio Chilma Levaza y Julián Huila Chantre, el demandante debió adoptar medidas de protección, debiéndose desplazar del municipio en el cual residía – Puracé-, a otro – Popayán y Santa Leticia- dado el temor a las represalias que se pudieran adoptar en su contra por ser testigo presencial de los hechos, viéndose afectados sus derechos constitucionales a la familia y a la libertad de fijar el domicilio y el arraigo.
Por las razones expuestas, se procederá a incrementar el valor de la condena impuesta por el A quo, para los demandantes por concepto de perjuicios morales, quienes acreditaron la calidad de perjudicados en calidad de padre, hermanos, abuela y tío, teniendo en cuenta que dicho perjuicio, se causó en mayor grado para el señor Luis Alexander Imbachi Calambas, según lo ya expuesto, operando dicha presunción frente al padre. Por tal, habrá lugar a reconocer a título de daño moral las sumas de dinero establecidas a continuación, para cada uno de los demandantes:
	DEMANDANTE
	PARENTESCO CON LAS VICTIMAS
	CONDENA

	CLODOMIRO INCHIMA IMBAJOA 
	PAPA
	123.200.000.oo (200SMLMV)

	JAIRO ALEXANDER INCHIMA CALAMBAS
	HERMANO
	123.200.000.oo (200SMLMV)

	ALFONSO INCHIMACALAMBAS 
	HERMANO
	60.600.000.oo (100SMLMV)

	ARTEMIO INCHIMA GOLONDRINO 
	HERMANO
	60.600.000.oo (100SMLMV)

	LUIS ÁNGEL  INCHIMA GOLONDRINO
	HERMANO
	60.600.000.oo (100SMLMV)

	LAURA   PASTORA INCHIMA GOLONDRINO 
	HERMANA
	60.600.000.oo (100SMLMV)

	ALFREDO INCHIMA GOLONDRINO 
	HERMANO
	60.600.000.oo (100SMLMV)

	GUILLERMO MESÍAS INCHIMA BENAVIDES
	HERMANO
	60.600.000.oo (100SMLMV)

	PEDRO INCHIMA BENAVIDES
	HERMANO
	60.600.000.oo (100SMLMV)

	ROSA ELVIRA CALAMBAS GOLONDRINO
	HERMANA
	60.600.000.oo (100SMLMV)

	MARIA WALDINA GOLONDRINO
	ABUELA 
	60.600.000.oo (100SMLMV)

	CIPRAN GOLONDRINO
	TIO
	30.300.000.oo (50SMLMV)


En cuanto al reconocimiento de los perjuicios morales, que alega el demandante fueron causados con lugar a la destrucción de la vivienda en los hechos ocurridos el 31 de marzo de 2004, advierte la Sala que no se encuentran acreditados dentro del proceso por ningún medio probatorio, por tal comparte la Sala la decisión del A quo de negar dicha pretensión.

- Perjuicio por “alteración de las condiciones de existencia”:

Solicita la entidad demandada en el recurso de apelación, que la indemnización reconocida en la sentencia de primera instancia, por concepto de alteración en las condiciones de existencia, sea revocada, en tanto sostiene que ésta no fue objeto de pretensión en la demanda.
Observa la Sala que el A quo reconoció en la sentencia apelada, una indemnización a favor de los demandantes a título de “alteración a las condiciones de existencia”, al considerar que con lugar a los hechos objeto de demanda, la parte actora debió salir de la zona en donde residía para buscar seguridad, perdiendo la credibilidad y confianza respecto a los miembros del Ejército Nacional.
Pues bien, encuentra la Sala que efectivamente el A quo emitió una sentencia extra petita, en tanto procedió a emitir una condena a favor de los demandantes, por un perjuicio y bajo unos argumentos, que no fueron previstos en el acápite de las declaraciones de la demanda.
Ahora, si bien es cierto, en la demanda se solicita el reconocimiento de una indemnización por el daño a la honra y a la imagen, entiende la Sala que el Juez primera instancia, dándole alcance a dicha solicitud interpretó que lo pretendido por la parte actora, era el reconocimiento de una indemnización por “alteración en las condiciones de existencia”. Al respecto, disiente la Sala de la interpretación dada por el A quo, en tanto lo pretendido en la demanda consistió en el daño a la honra y a la imagen, bajo el argumento de que fueron “mostradas por radio, prensa y televisión sus familiares como integrantes de un grupo al margen de la Ley”.
Al respecto, en jurisprudencia reciente del 5 de abril de 2013, de la Sección Tercera del Consejo de Estado se estableció que: “cuando respecto de una persona se publica una información que posteriormente se demuestra falsa, ello comporta un claro menoscabo a los derechos a la honra y al buen nombre de la persona afectada, lo que a su vez constituye un daño inmaterial reparable por la vía del contencioso de responsabilidad extracontractual de la administración, en la medida en que el daño sea imputable a ésta última
, advirtiéndose en dicha sentencia por el alto Tribunal, que: “los daños padecidos por los familiares con origen en la afectación de la intimidad, el buen nombre y/o la honra de un difunto (…), pueden y deben ser protegidos e indemnizados desde el punto de vista de la responsabilidad civil extracontractual
Pues bien, para el caso concreto observa la Sala, que el perjuicio alegado, bajo los argumentos ya expuestos, no fue acreditado dentro del plenario, pues si bien fueron allegadas páginas del periódico El Liberal, las cuales es procedente valorar bajo los parámetros fijados por la jurisprudencia del Consejo de Estado, se encuentra que fue publicado el 1º de abril de 2004, la noticia de la muerte de unos subversivos en combates en el Municipio de Puracé, sin identificar a las tres personas que informaban habían sido dadas de baja por el Ejército Nacional. Por su parte en la publicación realizada por el mismo periódico el día 9 de febrero de 2006, si bien se nombran a las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas, antes que atentar contra el derecho a la honra y buen nombre de las mencionadas, se cuestiona el actuar de los militares en los hechos ocurridos el 31 de marzo de 2004, al informar que personal militar, fue vinculado al proceso penal por la presunta responsabilidad en la muerte irregular de las hermanas Inchima Calambas en el Municipio de Puracé.
De este modo, no encuentra la Sala acreditado el daño pretendido, no obstante, teniendo en cuenta que la parte demandante apela la sentencia de primera instancia, argumentando que en la misma se pasó por alto la solicitud de reparación simbólica y de memoria en pro de la familia y la sociedad, la Sala accederá a dicha pretensión de reparación integral.
Respecto a este tipo de reparación, el Consejo de Estado ha señalado que es reprochable desde todo punto de vista que agentes estatales, investidos de funciones conferidas para proteger la vida, honra, bienes, derecho e intereses de los asociados y haciendo uso de los bienes dispuestos en procura de la realización de los fines constitucionales, hayan incurrido en conductas especialmente censuradas por nuestra Carta Política y por el derecho internacional de los derechos humanos, vigente en todos los pueblos que se precian de serlo. Al respecto, el Consejo ha señalado
:

“Conforme a lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, la valoración de los daños irrogados a las personas y a las cosas, dentro de cualquier proceso que se surta ante la administración de justicia, debe atender a los principios de reparación integral y de equidad. Esto significa que, en los procesos en los que se juzgue la responsabilidad patrimonial del Estado, el juez de lo contencioso administrativo deberá verificar con qué potestades y facultades cuenta para lograr el resarcimiento pleno del perjuicio y el restablecimiento de los derechos conculcados. 

(…)

54. Con todo, de acuerdo con reiterada jurisprudencia del Consejo de Estado
, existen casos en los que el juez puede ordenar medidas que atiendan a la reparación integral del daño, aunque ello conlleve una erosión de los mencionados principios procesales. Esto ocurre cuando se juzga la responsabilidad del Estado por graves violaciones de los derechos humanos pues, en estos eventos, la obligación de reparar integralmente el daño surge, principalmente, de distintos tratados y convenios de derechos humanos ratificados por Colombia que integran el bloque de constitucionalidad
, pero también de otros instrumentos de derecho internacional
 que, aunque no tienen carácter estrictamente vinculante –razón por la cual se los denomina “derecho blando” o “softlaw”–, gozan de cierta relevancia jurídica y práctica en el ámbito internacional y nacional en tanto exhiben “una clara e inequívoca vocación axiológica o normativa general”
 y sirven como “criterio(s( auxiliar(es( de interpretación de los tratados internacionales sobre derechos humanos”
. 
Acogiendo el criterio jurisprudencial expuesto la Sala, procederá al reconocimiento de medidas de carácter no pecuniario encaminadas a recuperar la memoria y la dignidad de las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas, las cuales resultaron vulneradas por la divulgación, por parte del Ejército Nacional, de información que las sindicaba injustamente de pertenecer a un grupo armado ilegal, por tal, de manera simbólica y con el objeto de que la Nación satisfaga a los demandantes, por la muerte de sus seres queridos, víctimas de vulneraciones a los derechos humanos
, se ordenarán las siguientes medidas conforme lo ha realizado el Consejo de Estado
:
· La Nación-Ministerio de Defensa Nacional, Ejército Nacional deberá publicar, dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha de ejecutoria de este fallo, en medio radial que tenga cobertura en el Municipio de Puracé, y en un periódico de circulación nacional, una nota en la que conste claramente que las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas no pertenecían a ningún grupo armado ilegal y que su muerte no se produjo en desarrollo de un enfrentamiento armado, sino que fue que fue perpetrada el 31 de marzo de 2004 en el Municipio de Puracé - Cauca por integrantes del batallón de contraguerrillas No. 37 “Macheteros del Cauca” del Ejército Nacional. 

· La Nación-Ministerio de Defensa Nacional, Ejército Nacional, dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha de ejecutoria de esta sentencia, deberá redactar una carta dirigida a todos y cada uno de los demandantes dentro de este proceso, la cual deberá contener una disculpa y un reconocimiento oficial de los hechos que sirven de fundamento a este fallo. La carta, además, deberá incorporar la firma del señor Ministro de Defensa Nacional, del Comandante del Ejército Nacional y deberá publicarse en un lugar visible del Ministerio de Defensa, del Comando del Ejército Nacional y del batallón José Hilario López en la ciudad de Popayán, por el término de tres (3) meses. Su entrega a los demandantes deberá hacerse por conducto de su apoderado o, a través de correo certificado.

PERJUICIOS MATERIALES
- Lucro cesante
Apela el apoderado de la parte actora la sentencia de primera instancia que negó el reconocimiento de perjuicios materiales en modalidad de lucro cesante a favor de los señores Clodomiro Inchima y Luis Alexander Inchima en tanto afirma que las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas, colaboraban en su hogar con labores de agro y cocina.
Pues bien, se observa que en las declaraciones rendidas dentro del presente asunto, se indicó que las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas trabajaban en la agricultura, ganadería, cuidado de peces, gallina y restaurante, y compartían sus ingresos con su familia, sin demostrarse la cuantía de dicha ayuda. 
Al respecto, se aparta la Sala de la decisión del juez de primera instancia en tanto denegó el reconocimiento de perjuicios materiales por concepto de lucro cesante, puesto que se encuentra acreditado que las víctimas convivían en la misma casa junto con su padre y hermano, aportando por tal con sus labores, para el sostenimiento del hogar, situación que sin lugar a dudas se vio afectada con la muerte de las mismas, por tal, la Sala accederá al reconocimiento de dicho perjuicio bajo las siguientes consideraciones.

Por no encontrarse acreditado el valor que las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas ganaban mensualmente en las labores propias del campo, se tomará como monto base para la liquidación del lucro cesante el valor de un salario mínimo legal mensual actual, por ser mayor al vigente a fecha en que ocurrieron los hechos, es decir $616.000, adicionando el 25% por prestaciones sociales y, de otra parte, deduciendo el 25%, que se presume las víctimas dedicaban a su propia subsistencia. 
Por lo tanto, la suma que se tendrá en cuenta para la liquidación será de $577.500, cuyo 50% corresponde a la renta base para la liquidación del perjuicio padecido por el padre, el señor Clodomiro Inchima Imbajoa, es decir $288.750 y el 50% restante para el hermano, Luis Alexander Inchima Calambas, el cual corresponde igualmente a $288.750
Entonces, la indemnización abarcará: 

1. Respecto a la señora Nancy Inchima Calambas:

- Para el padre, el señor Clodomiro Inchima, el lapso de tiempo comprendido entre la fecha del daño y la fecha en que la señora Nancy Inchima Calambas cumpliría 25 años de edad
, esto es entre el 31 de marzo de 2004 hasta el 27 de noviembre de 2007
, para un total de  44.53 meses.
$288.750 x  44,53 meses = $ 12.858.037
- Para el hermano menor, Luis Alexander Inchima Calambas, el lapso de tiempo comprendido entre la fecha del daño y la fecha en que la señora Nancy cumpliría 25 años de edad, esto es entre el 31 de marzo de 2004 hasta el 27 de noviembre de 2007, para un total de  44.53.

$288.750 x  44,53 meses = $ 12.858.037
2. Respecto a la señora Martha Cecilia Inchima Calambas:

- Para el padre, el señor Clodomiro Inchima, el lapso de tiempo comprendido entre la fecha del daño y la fecha en que la señora Martha Cecilia cumpliría 25 años de edad, esto es entre el 31 de marzo de 2004 hasta el 03 de enero de 2011
, para un total de  82.3 meses.

$288.750 x  82.3 meses = $ 23.764.125
- Para el hermano menor, Luis Alexander Inchima Calambas, el lapso de tiempo comprendido entre la fecha del daño y la fecha en que el menor cumplió la mayoría de edad, esto es entre el 31 de marzo de 2004 hasta el 1º de mayo de 2007
, es decir 37.53 meses. 
$288.750 x  37.53 meses = $ 10.836.787
Total lucro cesante a favor del señor Clodomiro Inchima Imbajoa $12.858.037 + $23.764.125 = $ 36.622.162
Total lucro cesante a favor del menor Luis Alexander Inchima Calambas $12.858.037 + $10.836.787 = $ 23.694.824
Por lo tanto, la Sala adicionará la sentencia en el sentido de condenar a la entidad demandada por los perjuicios materiales en modalidad de lucro cesante, a favor de los señores Clodomiro Inchima Imbajoa y Luis Alexander Inchima Calambas por los valores antes referidos.
- Daño emergente

La parte actora, sostiene que dentro del proceso se acreditaron los daños causados por militares, por la destrucción de la vivienda, del lago, incluyendo el hurto de los peces que ahí reposaban, el hurto de una motocicleta, una maleta y la suma equivalente a $ 5.000.000.

Igualmente, sostiene que el A quo omitió hacer declaración alguna sobre la responsabilidad que recae sobre la entidad demandada de pagar el valor de $ 7.000.000 por concepto de los honorarios de abogado, gastos que sostiene no han sido cancelados.

Al respecto, observa la Sala que si bien de las declaraciones del personal militar, se infiere que éstos extrajeron peces de un lago, al parecer ubicado al lado de la vivienda en donde vivían las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas, no se tiene certeza si el mismo era de propiedad de los demandantes y por tal, si  con el actuar de los agentes estatales, se vio disminuido el patrimonio de la parte actora.

De este modo, puesto que no existen pruebas que acrediten el detrimento del patrimonio con lugar a los daños que alega la parte actora fueron irrogados el día 31 de marzo de 2004, ni tampoco la propiedad de los bienes que se refiere fueron hurtados o destruidos, ni se practicó dictamen sobre los daños reclamados, comparte la Sala la decisión del A quo, de negar las pretensiones por dicho concepto.

En cuanto a los honorarios de abogado, advierte la Sala que no obra en el expediente prueba de que la parte actora haya pactado ni menos cancelado, al profesional en derecho, el pago de la suma de $ 7.000.000, por adelantar el trámite de parte civil dentro del proceso. En consecuencia, tampoco prospera la apelación sobre esta pretensión.
En este orden entonces, procederá la Sala a confirmar la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito de Descongestión de Popayán, y modificará la misma de conformidad con las consideraciones de esta providencia.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo del Cauca, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO: MODIFICAR los ordinales PRIMERO y SEGUNDO de la parte resolutiva de la sentencia del 23 de noviembre de 2011, proferida por el Juzgado Quinto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán, los cuales quedarán así:

“PRIMERO: DECLARAR a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL administrativamente responsables por el daño antijurídico causado a los señores CLODOMIRO INCHIMA IMBAJOA, quien actúa en nombre propio y en representación del menor JAIRO ALEXANDER INCHIMA CALAMBAS; ALFONSO INCHIMA CALAMBAS, ARTEMIO INCHIMA GOLONDRINO, LUIS ÁNGEL INCHIMA GOLONDRINO, LAURA PASTORA INCHIMA GOLONDRINO, ALFREDO INCHIMA GOLONDRINO, GUILLERMO MESÍAS INCHIMA BENAVIDES, PEDRO INCHIMA BENAVIDES, ROSA ELVIRA CALAMBAS GOLONDRINO, MARIA WALDINA GOLONDRINO y CIPRAN GOLONDRINO, como consecuencia de los hechos ocurridos el 31 de marzo de 2004 en el Municipio de Puracé – Cauca en donde murieron las señoras Nancy Inchima Calambas y Martha Cecilia Inchima Calambas.
SEGUNDO: CONDENAR a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONALa reconocer y pagar por perjuicios morales:

	DEMANDANTE
	PARENTESCO CON LAS VICTIMAS
	CONDENA

	CLODOMIRO INCHIMA IMBAJOA 
	PAPA
	DOSCIENTOS (200) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES, equivalente a suma de CIENTO VEINTITRÉS MILLONES DOSCIENTOS MIL PESOS M/CTE ($123.200.000)

	JAIRO ALEXANDER INCHIMA CALAMBAS
	HERMANO
	DOSCIENTOS (200) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES, equivalente a suma de CIENTO VEINTITRÉS MILLONES DOSCIENTOS MIL PESOS M/CTE ($123.200.000)

	ALFONSO INCHIMACALAMBAS 
	HERMANO
	CIEN (100) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES, equivalente a suma de SESENTA Y UN MILLONES SEISCIENTOS MIL PESOS M/CTE ($61.600.000)

	ARTEMIO INCHIMA GOLONDRINO 
	HERMANO
	CIEN(100) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES, equivalente a suma de SESENTA Y UN MILLONES SEISCIENTOS MIL PESOS M/CTE ($61.600.000)

	LUIS ÁNGEL  INCHIMA GOLONDRINO
	HERMANO
	CIEN(100) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES, equivalente a suma de SESENTA Y UN MILLONES SEISCIENTOS MIL PESOS M/CTE ($61.600.000)

	LAURA   PASTORA INCHIMA GOLONDRINO 
	HERMANA
	CIEN(100) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES, equivalente a suma de SESENTA Y UN MILLONES SEISCIENTOS MIL PESOS M/CTE ($61.600.000)

	ALFREDO INCHIMA GOLONDRINO 
	HERMANO
	CIEN(100) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES, equivalente a suma de SESENTA Y UN MILLONES SEISCIENTOS MIL PESOS M/CTE ($61.600.000)

	GUILLERMO MESÍAS INCHIMA BENAVIDES
	HERMANO
	CIEN(100) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES, equivalente a suma de SESENTA Y UN MILLONES SEISCIENTOS MIL PESOS M/CTE ($61.600.000)

	PEDRO INCHIMA BENAVIDES
	HERMANO
	CIEN(100) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES, equivalente a suma de SESENTA Y UN MILLONES SEISCIENTOS MIL PESOS M/CTE ($61.600.000)

	ROSA ELVIRA CALAMBAS GOLONDRINO
	HERMANA
	CIEN(100) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES, equivalente a suma de SESENTA Y UN MILLONES SEISCIENTOS MIL PESOS M/CTE ($61.600.000)

	MARIA WALDINA GOLONDRINO
	ABUELA 
	CIEN(100) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES, equivalente a suma de SESENTA Y UN MILLONES SEISCIENTOS MIL PESOS M/CTE ($61.600.000)

	CIPRAN GOLONDRINO
	TIO
	CINCUENTA (50) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES, equivalente a suma de TREINTA  MILLONES OCHOCIENTOS MIL PESOS M/CTE(30.800.000.oo)


SEGUNDO: REVOCAR el numeral TERCERO de la parte resolutiva de la sentencia del 23 de noviembre de 2011, proferida por el Juzgado Quinto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán, y en su lugar se niega el perjuicio por alteración a las condiciones de existencia, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.
TERCERO: ADICIONAR un numeral en la parte resolutiva de la sentencia del 23 de noviembre de 2011, proferida por el Juzgado Quinto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán, en el sentido de:
“ORDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional - Ejército Nacional que:
· La Nación-Ministerio de Defensa Nacional, Ejército Nacional deberá publicar, dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha de ejecutoria de este fallo,  en medio radial que tenga cobertura en el Municipio de Puracé, y en un periódico de circulación nacional, una nota en la que conste claramente que las señoras Martha Cecilia y Nancy Inchima Calambas no pertenecían a ningún grupo armado ilegal y que su muerte no se produjo en desarrollo de un enfrentamiento armado, sino que fue consecuencia de una ejecución extrajudicial perpetrada el 31 de marzo de 2004 en el Municipio de Puracé - Cauca por integrantes del batallón de contraguerrillas No. 37 “Macheteros del Cauca” del Ejército Nacional. 
· La Nación-Ministerio de Defensa Nacional, Ejército Nacional, dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha de ejecutoria de esta sentencia, deberá redactar una carta dirigida a todos y cada uno de los demandantes dentro de este proceso, la cual deberá contener una disculpa y un reconocimiento oficial de los hechos que sirven de fundamento a este fallo. La carta, además, deberá incorporar la firma del señor Ministro de Defensa Nacional, del Comandante del Ejército Nacional y deberá publicarse en un lugar visible del Ministerio de Defensa, del Comando del Ejército Nacional y del batallón José Hilario López en la ciudad de Popayán, por el término de tres (3) meses. Su entrega a los demandantes deberá hacerse por conducto de su apoderado, a través de correo certificado.

CUARTO: ADICIONAR un numeral en la parte resolutiva de la sentencia del 23 de noviembre de 2011, proferida por el Juzgado Quinto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán, en el sentido de:
“CONDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional - Ejército Nacional a reconocer y pagar por perjuicio material en modalidad de lucro cesante:

· Al señor Clodomiro Inchima Imbajoa, la suma de TREINTA Y SEIS MILLONES SEISCIENTOS VEINTIDÓS MIL CIENTO SESENTA Y DOS PESOS ($36.622.162)
· Al señor Luis Alexander Inchima Calambas, la suma de VEINTITRÉS MILLONES SEISCIENTOS NOVENTA Y CUATRO MIL OCHOCIENTOS VEINTICUATRO PESOS ($23.694.824)
QUINTO: CONFIRMAR en lo demás, la sentencia de fecha 23 de noviembre de 2011, proferida por el Juzgado Quinto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán.

SEXTO: Ejecutoriada esta providencia, devuélvase el expediente al Juzgado Administrativo con competencia en el sistema escritural, para lo de su cargo. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Constancia: el proyecto de la presente providencia fue estudiado y aprobado en sesión de la fecha.

Los Magistrados,

CARMEN AMPARO PONCE DELGADO                   PEDRO JAVIER BOLAÑOS ANDRADE

MAGNOLIA CORTÉS CARDOZO
� De acuerdo con el artículo 308 del CPACA, éste “…se aplicará a las demandas y procesos que se instauren con posterioridad a la entrada en vigencia”, la que según el mismo ocurrió a partir del 2 de julio de 2.011.


� Sentencia de la Corte Constitucional C-583 de 1997.








� Al respecto ver sentencia del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, en sentencia de 3 de octubre de 2007, Consejera ponente: RUTH STELLA CORREA PALACIO, radicación número: 27001-23-31-000-1996-02299-01(22655):


“[Y] es posible analizar la responsabilidad patrimonial del Estado bajo un título de imputación diferente a aquel invocado en la demanda, en aplicación al principio iura novit curia, que implica que frente a los hechos alegados y probados por la parte demandante, corresponde al juez definir la norma o el régimen aplicable al caso, potestad del juez que no debe confundirse con la modificación de la causa petendi, esto es, de los hechos que se enuncian en la demanda como fundamento de la pretensión.


“La circunstancia de que los hechos relatados en la demanda sean constitutivos de una falla del servicio, o conformen un evento de riesgo excepcional o puedan ser subsumidos en cualquier otro régimen de responsabilidad patrimonial de los entes públicos, es una valoración teórica que incumbe efectuar autónomamente al juzgador, como dispensador del derecho ante la realidad histórica que las partes demuestren” (Sentencia de 20 de febrero 1989, exp. 4655).  


Criterio que fue acogido por la Sala Plena de la Corporación en sentencia de 14 de febrero de 1.995, expediente S-123.”


� CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION TERCERA. Consejera ponente: RUTH STELLA CORREA PALACIO. Bogotá, D.C.,  once (11) de febrero de dos mil nueve (2009). Radicación número: 05001-23-26-000-1996-00960-01(17318)


�Artículo 185. PRUEBA TRASLADADA. Las pruebas practicadas válidamente en un proceso podrán trasladarse a otro en copia auténtica, y serán apreciables sin más formalidades, siempre que en el proceso primitivo se hubieren practicado a petición de la parte contra quien se aduce o con audiencia de ella.


� El Consejo de Estado ha indicado que la prueba trasladada puede valorarse, cuando es solicitada por las dos partes, o si la parte que no la solicitó se vale de ella en sus actuaciones. Igualmente la Corporación respecto a las declaraciones rendidas dentro de otro proceso, ha indicado:


“En efecto, de conformidad con la reiterada jurisprudencia de la Corporación, tales pruebas pueden ser valoradas dentro del proceso contencioso administrativo sin necesidad de ratificación, porque fueron practicadas por la entidad en contra de la cual se aducen, tal como se extrae de la providencia que la Sala se permite traer al proceso, así:


“Ahora bien, respecto de los testimonios rendidos ante la jurisdicción penal militar, se debe tener en cuenta lo afirmado por la Sala en otras ocasiones, en el sentido de que, en casos como el que es objeto de estudio, tales pruebas pueden ser valoradas, pues se practicaron con audiencia de la parte contra quien se aducen. ”CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION TERCERA. SUBSECCION A. Consejero ponente: HERNAN ANDRADE RINCON Bogotá, D. C., doce (12) de mayo de dos mil once (2011). Expediente: 19001-23-31-000-1996-03006-01(20496)


� Consejo de estado, Sección Tercera, sentencia de 28 de abril de 2010, exp. 17.201, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.  En el mismo sentido, véase la sentencia de 22 de noviembre de 2011, exp. 22.935, C.P. Danilo Rojas Betancourth. 


� [2] ANDRES E. NAVARRO MUNUERA. La ampliación de la responsabilidad patrimonial de la administración a los daños ocasionados por sus funcionarios o agentes actuando al margen del servicio público, en Revista Española de Derecho Administrativo, No. 60, octubre-diciembre de 1988. Se analiza en el artículo la sentencia del Tribunal Supremo de España del 27 de mayo de 1987, que concedió a los demandantes la indemnización por la muerte de su hijo ocasionada por un agente de la policía con arma de fuego reglamentaria, pero quien disfrutaba de sus vacaciones, en aplicación de la teoría del riesgo como título de imputación).


� En sentencia de 26 de septiembre de 2002, exp: 14.036, dijo la Sala: “Para determinar cuándo el hecho tiene o no vínculo con el servicio se debe examinar la situación concreta para establecer si el funcionario actuó frente a la víctima prevalido de su condición de autoridad pública, es decir, que lo que importa examinar no es la intencionalidad del sujeto, su motivación interna sino la exteriorización de su comportamiento. En otros términos lo que importa para atribuir al Estado, por ejemplo, el hecho de un policía que agrede a una persona es establecer si a los ojos de la víctima aquel comportamiento lesivo del policía nacional aparecía como derivado de un poder público, si quiera en la vertiente del funcionamiento anormal de un servicio público”.


� Al respecto, véase la sentencia C-358 de 1997 de la Corte Constitucional.


� CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN TERCERA. SUBSECCIÓN C. Consejero Ponente:	ENRIQUE GIL BOTERO. Bogotá D.C., veintinueve (29) de marzo de dos mil doce (2012)





� Ver, por ejemplo, sentencia de 2 de junio de 2004, exp: 14.950. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, proceso acumulado N.º 13232–15646, MP. Alier E. Hernández Enríquez.


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. SECCIÓN TERCERA – SUBSECCIÓN “B”. Consejero Ponente: Danilo Rojas Betancourth. 29 de agosto de 2013. Expediente: 30283


�Por ejemplo, la Sección Tercera del Consejo de Estado, en sentencia de agosto 16 de 2007, Exp. 30114, C.P. Ramiro Saavedra Becerra, condeno al Estado Colombiano a pagar a quien quedó cuadripléjico como consecuencia de lesiones propinadas por miembros del Ejército Nacional 100 S.M.M.L.V.


� En providencia del 3 de marzo de 2010, de la Sección Tercera, CP. Mauricio Fajardo Gómez, expediente 37160, el alto Tribunal avaló la liquidación del perjuicio moral en cuantía equivalente a 150 smlmv, en un caso de desaparición forzada imputable a efectivos del Departamento Administrativo de Seguridad D.A.S.


� Así por ejemplo en sentencia del 14 de abril de 2010 (Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 14 de abril de 2010, exp. 18.960.), se decretó una condena por perjuicios morales, en un caso de privación injusta de la libertad, por valor de 150 SMMLV; y en sentencia del 2 de septiembre de 2013, exp. 33566, se reconoció a favor de la víctima de una privación injusta de la libertad, la suma de 250 salarios mínimos mensuales legales vigentes, por concepto de perjuicios morales dada la gravedad y magnitud de la lesión, al haber sido privado de su libertad por más de once años. Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, M.P. Hernán Andrade Rincón


� CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION TERCERA. SUBSECCION B. Consejero ponente: DANILO ROJAS BETANCOURTH. Bogotá D.C., junio treinta (30) de dos mil once (2011). Radicación número: 19001-23-31-000-1997-04001-01(19836)


� CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION TERCERA. SALA PLENA. Consejero ponente: ENRIQUE GIL BOTERO. Bogotá D.C., veinticinco (25) de septiembre de dos mil trece (2013). Radicación número: 05001-23-31-000-2001-00799-01(36460) “…por tratarse de una grave violación a derechos humanos, esto es, la ejecución extrajudicial y sumaria de varios ciudadanos indefensos en un hecho en el que participó la fuerza pública, resulta posible desbordar los límites tradicionalmente otorgados y, por lo tanto, valorar el perjuicio moral conforme a los topes y baremos establecidos en el Código Penal para este tipo de circunstancias en las que el daño es producto de la comisión de una conducta punible”.


� Al respecto, el Consejo de Estado ha indicado: ”La Sala, en recientes pronunciamientos, ha tenido la oportunidad de precisar que el Estado Colombiano no puede ser ajeno, mucho menos sustraerse al compromiso ineludible contraído frente a la comunidad internacional, de velar por la protección de los derechos humanos. Así, en sentencia de 16 de agosto de 2.008, señaló: “Cabe resaltar además que éstos derechos no solo se reconocen como inviolables en el ordenamiento jurídico interno, sino también en instrumentos de derecho internacional sobre derechos humanos que, al ser aprobados por el Congreso colombiano, de conformidad con el artículo 93 C.P., prevalecen en el orden interno. Por lo tanto, si son quebrantados por el Estado a través de sus diferentes órganos, por acción o por omisión, las conductas infractoras constituyen per se un incumplimiento de las obligaciones que el Estado colombiano asumió frente a la comunidad internacional y por tanto, pueden llegar a comprometer su responsabilidad, no solo en el ámbito interno, sino también a nivel internacional.


“Tal es el caso de la Convención Americana de Derechos Humanos, de la cual Colombia es Estado Parte desde el 31 de julio de 1973 y que consagra la obligación de los estados miembros de respetar los derechos humanos consagrados en ella y en los demás instrumentos que la complementen, reformen o adicionen. (…)


“Se debe poner de presente que estos derechos están protegidos también por la Convención Americana de Derechos Humanos, de la cual Colombia es Estado Parte y que consagra la obligación de los estados miembros de respetar el derecho a la vida –art. 4 C.A.D.H.-, el derecho a la integridad personal –art. 5 Ibídem- y, el derecho a la salud previsto en el Protocolo Adicional a la Convención A.D.H. en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, firmada en San Salvador el 17 de noviembre de 1988 –art. 1. CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION TERCERA. Consejero ponente (E): MAURICIO FAJARDO GOMEZ. Bogotá, D.C., octubre tres (3) de dos mil siete (2007). Radicación número: 25000-23-26-000-1995-01626-01(15985).


� CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION TERCERA. Consejera ponente: RUTH STELLA CORREA PALACIO. Bogotá, D.C.,  once (11) de febrero de dos mil nueve (2009). Radicación número: 05001-23-26-000-1996-00960-01(17318)


� 


�CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSOADMINISTRATIVO. SECCION TERCERA. SUBSECCION B. Consejero ponente: DANILO ROJAS BETANCOURTH. Bogotá D. C., veintinueve (29) de marzo de dos mil once (2012). Radicación número: 20001-23-31-000-1999-00655-01(21380)


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias de 21 de febrero de 2011, exp. 20046, C.P. Mauricio Fajardo Gómez; de 28 de enero de 2009, exp. 30.340, C.P. Enrique Gil Botero; de 20 de febrero de 2008, exp. 16996, C.P. Enrique Gil Botero. 


� Entre ellos, la Convención Americana de Derechos Humanos (artículo 63), la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (artículo 13), y la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (artículo 9). Se hace claridad en que, conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 93 de la Constitución Política, para que un tratado de derechos humanos ratificado por el Congreso haga parte del bloque de constitucionalidad es necesario que se refiera a derechos ya reconocidos en la propia Constitución. Siendo así, se entiende que los tratados mencionados hacen parte del bloque  debido a que el derecho de las víctimas de hechos delictivos a la reparación se encuentra expresamente en el artículo 250 del ordenamiento superior.  


� Entre ellos, el Conjunto de principios para la protección y promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad; los Principios y directrices básicas sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones; la Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de los delitos y de abuso de poder; y la Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas. 


� Luis Manuel Castro, “Softlaw y reparaciones a víctimas de violaciones de derechos humanos: Reflexiones iniciales”, en Rodrigo Uprimny (coord.), Reparaciones en Colombia: Análisis y propuestas. Universidad Nacional de Colombia. Bogotá, 2009. p.66


� Corte Constitucional, sentencia C-872 de 2003, M.P. Clara Inés Vargas Hernández. 


�En relación con las medidas simbólicas y conmemorativas en casos en los cuales se presenta violación a los derechos humanos, se puede consultar la sentencia de 20 de febrero de 2008, M.P. Enrique Gil Botero, expediente 16996.


�CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION TERCERA. SUBSECCION B. Consejero ponente: DANILO ROJAS BETANCOURTH. Bogotá D. C., veintinueve (29) de marzo de dos mil once (2012). Radicación número: 20001-23-31-000-1999-00655-01(21380)


� “… la Sala decretará a título de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, las sumas que Marín Gil ha debido percibir durante el período comprendido entre la fecha en que terminaría la prestación del servicio militar obligatorio y el momento en que cumpliría 25 años de edad, como quiera que se entiende, conforme a las reglas de la experiencia, que un hijo ayuda a sus padres hasta que cumple la mencionada edad, oportunidad en la cual se presume inicia una vida independiente”(Consejo de Estado, Sección Tercera, CP. Enrique Gil Botero, sentencia de octubre 15 de 2008, expediente 18586.)


� Teniendo en cuenta que la señora Nancy Inchima Calambas, nació el 27 de noviembre de 1982 Fl 16 C. ppal


� Teniendo en cuenta que la señora Martha Cecilia Inchima Calambas nació el 3 de enero de 1986 Fl. 15 C. Ppal


� Teniendo en cuenta que el menor Luis Alexander Inchima Calambas, nació el 1º de mayo de 1989 Fl. 17 C. Ppal





